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RESUMEN 
 
El problema principal consiste en establecer si se vulneró el derecho del 

demandante a una debida motivación que justifique que la Sala Comercial 

declare fundado el recurso de anulación interpuesto contra el cuarto punto 

resolutivo del laudo. El mencionado punto resolutivo condenó a la Entidad al 

pago del íntegro de los costos del arbitraje1 tras determinar que no existió pacto 

entre las partes sobre la distribución de dichos costos y que no hubo una “parte 

vencida” en el proceso. Por tal motivo, el árbitro evaluó la distribución de los 

costos aplicando de manera supletoria el artículo 73.1° de la Ley de Arbitraje (en 

adelante, LDA). 

Para analizar el problema central, se empleará la LDA en lo referente a la 

motivación del laudo y los límites de la revisión judicial (artículos 56.1° y 62.2° 

respectivamente), a la luz de la jurisprudencia constitucional sobre la motivación 

en sede arbitral, en tanto nuestro ordenamiento permite el control de la 

motivación del laudo cuando se vulnera el debido proceso. En consecuencia, las 

Salas Comerciales deben interpretar las causales de anulación del artículo 63.1° 

sistemáticamente con la duodécima disposición complementaria de la LDA, pues 

el recurso de anulación es una vía igualmente satisfactoria para controlar la 

debida motivación arbitral. Finalmente, conforme al artículo 73.1°, se sostiene 

que el pago de los costos arbitrales le correspondía a la demandada, dado que 

fue la parte vencida del arbitraje, al haberse declarado la caducidad de oficio de 

sus pretensiones. 

 
Palabras clave 
Anulación del laudo – Debida motivación – Ley de Arbitraje - Costos arbitrales  
  

                                                           
1 Honorarios del tribunal arbitral y de la secretaría arbitral. 
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ABSTRACT 
 
The main problem is to establish whether the plaintiff's right to due motivation 

was violated and if its alleged violation justifies the Commercial Court’s decision 

to declare the annulment appeal filed against the fourth operative paragraph of 

the award well founded. The aforementioned operative paragraph condemned 

the Entity to pay the full costs of the arbitration after determining that there was 

no agreement between the parties on the distribution of said costs and that there 

was no “losing party” in the process. For this reason, the arbitrator evaluated the 

distribution of costs by additionally applying article 73.1 of the Arbitration Law 

(hereinafter, AL). 

To analyze the central problem, the AL will be used in relation to the motivation 

of the award and the limits of judicial review (articles 56.1° and 62.2° 

respectively), in light of the constitutional jurisprudence on the motivation in 

arbitration, in Both our legal system allows control of the motivation of the award 

when due process is violated. Consequently, the Commercial Court must 

interpret the grounds for annulment of article 63.1° systematically with the twelfth 

complementary provision of the AL, since the annulment appeal is an equally 

satisfactory way to control the due arbitration motivation. Finally, in accordance 

with article 73.1°, it is maintained that the payment of the arbitration costs 

corresponded to the defendant, given that it was the losing party in the arbitration, 

as the expiration of its claims had been declared ex officio. 

 

 

Keywords 
Annulment of the award – Due motivation – Arbitration Law – Arbitration costs 
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PRINCIPALES DATOS DEL CASO 
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LAS CUALES VERSA EL 

CONTENIDO DEL PRESENTE CASO 

Derecho Procesal, Arbitraje, 

Derecho Constitucional, Derecho 

Administrativo 

IDENTIFICACIÓN DE LAS 

RESOLUCIONES Y SENTENCIAS 

MÁS IMPORTANTES 

Resolución número nueve que 

declara fundado el recurso de 

anulación del laudo 

DEMANDANTE/DENUNCIANTE 
Procuraduría Regional del Cusco 

(Entidad) 

DEMANDADO/DENUNCIADO Manitex S.A.C. (Contratista) 

INSTANCIA ADMINISTRATIVA O 

JURISDICCIONAL 

Primera Sala Comercial de la Corte 

Superior de Justicia de Lima 

TERCEROS No aplica 

OTROS 

El expediente referido se acumuló 

con el expediente 00522-2021-0-

1817-SP-CO-01, a través del cual 

Manitex S.A.C. interpuso recurso de 

anulación parcial del laudo contra 

otros puntos controvertidos del 

laudo. 
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I. INTRODUCCIÓN 
 

1.1 Justificación de la elección de la resolución  
 
El presente caso cuenta con relevancia jurídica en tanto se circunscribe dentro 

del universo de supuestos de anulación del laudo relativos a arbitrajes en los 

cuales interviene el Estado y, además, el elemento de la motivación resulta ser 

cuestionado. Si bien no es poco frecuente que los recursos de anulación del 

laudo invoquen las causales previstas por el artículo 63.1° de la LDA para alegar 

defectos en la motivación del laudo; sí resulta peculiar que el Poder Judicial 

ampare las pretensiones en tal sentido, porque denota una tendencia 

“proanulación” de las cortes, así como la existencia de una práctica arbitral 

insuficientemente sofisticada de la cual se desprenden errores pasibles de 

anulación (Cámara de Comercio de Lima, 2023: 15). Ello genera alarma en el 

presente caso, toda vez que la parte demandante alega una falta de motivación 

sobre los costos arbitrales por parte del árbitro único, pretensión que es 

amparada por la Sala, a pesar de que en el laudo claramente se plasmó el 

razonamiento que llevó al árbitro a tomar dicha decisión.  

 
A su vez, el caso evidencia: (i) que en muchas ocasiones el recurso de anulación 

del laudo es interpuesto por alguna de las partes cuando estas discrepan con el 

resultado adoptado en sede arbitral, el cual buscan revertir por la vía judicial; y 

(ii) que el principio de irreversibilidad del criterio arbitral es relativizado, en tanto 

en algunos casos la intervención judicial discrepa con la solución brindada sobre 

el fondo de la controversia en sede arbitral. Este último aspecto presenta riesgos, 

en tanto ocasiona que, como se apreciará en el presente caso, la Primera Sala 

Comercial anule laudos que sí se han pronunciado sobre los puntos materia de 

cuestionamiento y que evidentemente han observado el acuerdo de las partes. 

 

Para efectos del presente análisis, es posible afirmar que el recurso de anulación 

del laudo sustentado en una “motivación insuficiente” fue empleado para variar 

la decisión alcanzada en sede arbitral, puesto que el demandante no acreditó 

defecto alguno en la motivación. Por el contrario, constituye un claro ejemplo de 

un uso inadecuado de la anulación del laudo por parte de los justiciables, quienes 
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incitan al órgano judicial a criticar el razonamiento empleado por el árbitro sobre 

el objeto controvertido. 

 
1.2 Presentación del caso 

 

En el laudo materia de análisis, la controversia surgió debido a que el árbitro 

único condenó a la Entidad al pago del íntegro de los costos del arbitraje2 

después de determinar que no existía pacto entre las partes sobre la distribución 

de dichos costos y tras concluir que no hubo una “parte vencida” en el proceso, 

por lo cual el árbitro fijó la distribución de los costos aplicando de manera 

supletoria el artículo 73.1° de la LDA. Disconforme con la decisión, la Entidad 

interpuso un recurso de anulación parcial del laudo alegando un defecto de 

motivación por la causal c) del artículo 63.1° de la LDA, en tanto el laudo “no se 

habría sujetado al acuerdo de las partes contenido en el Acta de Instalación”.  

 

La Primera Sala Comercial declaró fundado el recurso y, por tanto, nulo el cuarto 

extremo de la parte resolutiva del laudo que condenó a la Entidad al pago del 

total de los costos arbitrales. Inclusive, la Sala señaló de manera categórica que 

“no consta en el laudo explicación alguna sobre la distribución y prorrateo 
que prevé el mismo artículo 73.1°” (resaltado nuestro). 

 

Dicha afirmación resulta inexacta, toda vez que en los fundamentos 6.4 a 6.6 del 

laudo, el árbitro único expuso los argumentos que lo llevaron a adoptar su 

decisión. En suma, el árbitro consideró que, al no haberse verificado en las 

Bases y en las Órdenes de compra un acuerdo de las partes sobre la distribución 

de los costos, así como atendiendo que en el proceso no existió parte vencida; 

resultaba pertinente considerar la conducta procesal de las partes sobre el pago 

de los costos arbitrales. Es decir, se tomó en cuenta que la Entidad no cumplió 

con el pago del primer ni segundo anticipo de honorarios arbitrales, evidenciando 

una conducta procesal de rebeldía a lo ordenado por el árbitro único, 

ocasionando que la contraparte asuma dichos pagos en su totalidad. 

 

                                                           
2 Honorarios del tribunal arbitral y de la secretaría arbitral. 
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Frente a este fallo, surge un problema inicial: ¿cuál es el estándar de motivación 

exigible a un laudo y existió una motivación insuficiente del mismo? Tanto de la 

normativa conformada por la LDA como la propia Constitución, así como de la 

jurisprudencia constitucional y de las Salas Comerciales, se verifica que los 

mandatos constitucionales son vinculantes a todo tipo de jurisdicción, en ese 

sentido, en el arbitraje se deben observar las exigencias del debido proceso 

arbitral. Ello permite que las Salas Comerciales puedan anular un laudo que no 

contenga el razonamiento del árbitro para decidir en un determinado sentido, 

siendo una de las causales la motivación insuficiente. Esta última solo se 

configura si el árbitro ha omitido pronunciarse sobre un aspecto consustancial al 

objeto del proceso, lo cual no ha ocurrido en el presente caso.  

 

Otra interrogante que se desprende del análisis del caso vendría a ser la 

siguiente: ¿qué límites son impuestos a los jueces de las Salas Comerciales en 

la revisión de los recursos de anulación del laudo? Al respecto, si bien la LDA 

prohíbe al juez calificar los criterios empleados por el árbitro (artículo 62.2), regla 

que ha sido llevada a sede judicial a través del principio de irrevisabilidad del 

laudo; la jurisprudencia constitucional también faculta la intervención del juez en 

el control de la motivación del laudo cuando se vulnere el debido proceso. En 

ese sentido, las causales del artículo 63.1° de la LDA son interpretadas 

sistemáticamente con la duodécima disposición complementaria del mismo 

cuerpo normativo por las Salas Comerciales, siendo que el recurso de anulación 

es una vía igualmente satisfactoria para la defensa del derecho a la debida 

motivación en sede arbitral.  

 

Otro de los problemas detectados implica dilucidar si le compete a la Sala entrar 

en el análisis de los defectos de la motivación fijados a nivel de los precedentes 

del Tribunal Constitucional –en concreto, de la motivación insuficiente– al 

momento de evaluar la anulación del laudo. La respuesta en ese sentido es 

afirmativa, toda vez que el Tribunal Constitucional ha advertido que los defectos 

de la motivación deben ser evitados a efectos de proteger el contenido esencial 

del derecho a una resolución motivada en cualquier ámbito jurisdiccional, sea 

este judicial o arbitral. Sin embargo, en el presente caso no se constató una 
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motivación insuficiente, puesto que el árbitro expuso el razonamiento que lo llevó 

a condenar a la Entidad al pago de los costos. 

 

Finalmente, respecto al fondo de la controversia: ¿correspondía a la Entidad el 

pago del 100% de los costos del arbitraje? En aplicación del artículo 73.1° de la 

LDA, es posible sostener que el pago de la totalidad de los costos arbitrales 

(conformados por los honorarios del árbitro único y de la secretaría arbitral) le 

correspondía en realidad a la Contratista, dado que fue la parte vencida del 

arbitraje al haberse declarado la caducidad de oficio de sus pretensiones, lo cual 

constituye un resultado desfavorable para sus intereses. En ese sentido, no 

existió una adecuada justificación para que el árbitro se aparatara de dicha regla 

general. 

 

1.3. Marco teórico-normativo 
 

Para un análisis adecuado del caso, resulta necesario recurrir a los siguientes 

instrumentos normativos: 

 

• Art. 56.1° de la Ley de Arbitraje: 

 
“1. Todo laudo deberá ser motivado, a menos que las partes hayan convenido 

algo distinto (…)”. 

 

La norma citada vincula a todos los árbitros, en tanto establece la regla general 

de la motivación en cualquier resolución arbitral para que esta pueda ser 

considerada válida y no inciten cuestionamientos de las partes. Sin embargo, 

como se verá más adelante, esta norma no debe ser leída de manera aislada, 

ya que ha sido ampliamente complementada por la jurisprudencia del Tribunal 

Constitucional, la cual señala que incluso los árbitros se encuentran vinculados 

por las garantías del debido proceso (entre ellas, el derecho a la motivación), las 

cuales también deben ser observadas en sede arbitral. 

 

• Art. 62.2° de la Ley de Arbitraje: 
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“El recurso se resuelve declarando la validez o la nulidad del laudo. Está prohibido 
bajo responsabilidad, pronunciarse sobre el fondo de la controversia o sobre 
el contenido de la decisión o calificar los criterios, motivaciones o 
interpretaciones expuestas por el tribunal arbitral”. 

 

La precitada norma constituye un referente para la labor del órgano jurisdiccional 

en materia de recursos de anulación del laudo. Prueba de ello resulta la acogida 

del denominado “principio de irrevisabilidad del laudo” por parte de las Salas 

Comerciales a través de numerosos pronunciamientos. Este principio rector, en 

pocas palabras, obliga al juez a hacer una distinción entre la justificación 

expuesta por el árbitro para adoptar una determinada decisión y la propia 

valoración del juez respecto a si la decisión sobre el fondo fue “correcta”. 

 

• Art. 73.1° de la Ley de Arbitraje: 

 
“El tribunal arbitral tendrá en cuenta a efectos de imputar o distribuir los costos del 

arbitraje, el acuerdo de las partes. A falta de acuerdo, los costos del arbitraje 
serán de cargo de la parte vencida. Sin embargo, el tribunal arbitral podrá distribuir 

y prorratear estos costos entre las partes, si estima que el prorrateo es razonable, 

teniendo en cuenta las circunstancias del caso” (subrayado nuestro). 

 

Este artículo claramente privilegia al acuerdo de las partes como el principal 

criterio para la imposición de los costos arbitrales. En caso las partes no hayan 

regulado dicho aspecto de la controversia, surte efectos la regla por la cual los 

costos arbitrales son asumidos por la parte vencida. Empero, la norma faculta a 

los árbitros a apartarse de esta última regla, siempre que existan circunstancias 

razonables, tales como la conducta procesal de una de las partes, etc. Si bien la 

parte in fine de la norma otorga un porcentaje de discrecionalidad amplio al 

árbitro, también conlleva un mayor deber de motivación por parte del mismo, a 

fin de no incurrir en arbitrariedades.       

 

Asimismo, en la jurisprudencia de la Corte Superior de Lima se pueden identificar 

pronunciamientos que aluden a la prohibición de calificar los criterios empleados 

en el laudo y que, por tanto, resultan aplicables al caso bajo análisis: 
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• Expediente 94-2011, Sentencia de la Corte Superior de Lima: 

 
“…el proceso de anulación de laudo arbitral no puede ser usado como medio 
para evaluar los criterios del o los árbitros al resolver el fondo de la 
controversia (…) Sin embargo, no puede señalarse lo mismo respecto al 

mecanismo argumentativo para justificar sus decisiones, cuya revisión no puede 

soslayarse alegando libertad de criterio, puesto que de por medio se encuentran 

principios de rango constitucional (debido proceso-motivación de resoluciones)” 

(subrayado nuestro). 

 
Este pronunciamiento es importante, puesto que introduce el punto de partida 

para responder a gran parte de los problemas secundarios identificados: (i) al 

revisar un laudo, el juez debe dejar de lado su propia interpretación sobre la 

materia en discusión; (ii) el juez debe constatar que el árbitro haya empleado un 

hilo argumentativo, en función al material probatorio y la normativa aplicable al 

caso; y (iii) el juez puede y debe anular un laudo por falta de motivación, ya que 

el proceso arbitral se encuentra vinculado por las garantías del derecho al debido 

proceso. 

 

Respecto a la doctrina que resulta aplicable al caso, se debe tomar en 

consideración las interpretaciones que ha recibido el artículo 73.1° de la LDA, en 

tanto este fue empleado por el árbitro a fin de motivar el cuarto punto resolutivo. 

 

Al respecto, Carbonell O'Brien ha interpretado el referido dispositivo normativo 

en el sentido que, cuando la norma señala que “los costos del arbitraje correrán 

a cargo de la parte vencida”, se trata de una presunción leve de que la parte 

vencida asuma los costos arbitrales y, al ser una presunción, puede ser 

fácilmente revertida (2016: 425). En ese sentido, el mandato de la ley debe ser 

entendido en tanto los árbitros pueden evaluar la razonabilidad del prorrateo bajo 

el principio rector de la razonabilidad y, de ser el prorrateo razonable, los árbitros 

están facultados para apartarse de la regla general según la cual los costos 

arbitrales deben ser asumidos por la parte vencida. 

 

Por lo hasta ahora expuesto, una de las conclusiones preliminares a las que se 

puede arribar a raíz del análisis están vinculadas al rol que tiene la motivación 
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en un arbitraje. Históricamente, el deber de motivación ha tenido la función de 

establecer límites a las arbitrariedades en el ejercicio de la jurisdicción del 

Estado, siendo que posteriormente esta lógica fue trasladada a las demás 

jurisdicciones autónomas (Alva Navarro, 2011: 160). En ese sentido, a la fecha, 

el cumplimiento del deber de motivación importa dos asuntos importantes en el 

marco de los recursos de anulación del laudo: (i) respetar el principio de 

irrevisabilidad del criterio arbitral; y (ii) evaluar la forma en que se ha ejercido la 

facultad de resolver un litigio (el cómo), esto es, si la solución nace de la decisión 

razonada o de una discrecionalidad del árbitro. 

 

Por tanto, a la luz del presente caso, es posible sostener que la demanda de 

anulación de laudo arbitral interpuesta por la Entidad tuvo como objetivo revertir 

la decisión adoptada por el árbitro único. Ello presenta consecuencias 

particularmente sensibles, puesto que la vía de la anulación del laudo fue 

empleada de manera contraria a la buena fe con la finalidad de variar una 

decisión fundada en derecho. Resulta aún más grave que la Primera Sala 

Comercial haya declarado fundada la pretensión formulada por la Entidad, 

puesto que sienta un precedente negativo al disponer la modificación de una 

decisión debidamente motivada en sede arbitral. 
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II. IDENTIFICACIÓN DE LOS HECHOS RELEVANTES 
 

2.1 Antecedentes  
 

El Gobierno Regional del Cusco (en adelante, la Entidad) y la empresa Manitex 

S.A.C. (en adelante, la contratista) se vincularon a partir de la Licitación Pública 

N° 002-2012-GR CUSCO/OSCE-CM, de la cual se derivó el Convenio Marco de 

computadoras de escritorio, proyectores y escáneres. Tras la selección de la 

contratista como proveedora de la Entidad con ocasión del Convenio Marco, se 

generaron tres Órdenes de Compra en el mes de diciembre de 2013. 

 

Sin embargo, las referidas Órdenes de Compra fueron anuladas por la Entidad, 

generándose una controversia inicial en torno a la conformidad de los bienes, 

puesto que en las órdenes no figuró la recepción por parte el personal del área 

de Almacén de la Entidad. Por tal motivo, la contratista reclamó a la Entidad el 

pago que se habría derivado a su favor en virtud del Convenio Marco, al 

considerar que cumplieron con ejecutar su prestación de manera oportuna 

mediante la entrega de los bienes.    

 
     2.2 Hechos relevantes del caso  

 

El 28 de marzo de 2018, la contratista presentó su respectiva solicitud arbitral la 

cual versó sobre las controversias en torno a la conformidad y el pago de 

contratos provenientes del Convenio Marco, los cuales, bajo su interpretación, 

fueron perfeccionados mediante las Órdenes de Compra de diciembre de 2013. 

En concreto, la contratista formuló las siguientes pretensiones, siendo necesaria 

consignarlas para comprender la controversia ulterior que surge a partir de la 

emisión del laudo: 

 

i. Como pretensión principal: Que se declare que los bienes entregados por 

la contratista se derivaron de las tres (03) Órdenes de Compra emitidas 

en el mes de diciembre de 2013 y que, por tanto, declare la conformidad 

de dichos bienes; en consecuencia, determine y ordene que la Entidad 

pague lo adeudado por dichos bienes por el monto de S/ 24,963.62 soles, 
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además de los intereses legales y monetarios generados hasta la fecha 

en que efectivamente se dé el pago a la contratista. 

 

ii. Como primera pretensión accesoria: Que se determine y ordene que la 

Entidad pague a favor de la contratista de una indemnización por daños y 

perjuicios producidos hasta la actualidad, por un monto de S/ 5,000.00 

soles, ocasionados por la falta de pago, desencadenando un perjuicio 

económico y daño moral a la contratista. 

 

iii. Como segunda pretensión accesoria: Que se determine y ordene que la 

Entidad asuma el íntegro de los gastos, costas y costos irrogados del 

proceso, además de los gastos por defensa legal, defensa técnica, 

honorarios de los árbitros, secretaría arbitral y procedencia del arbitraje, y 

en caso la contratista haya asumido alguno de estos gastos, que la 

Entidad cumpla con devolverle lo gastado. 

 

El 17 de junio de 2021, el árbitro emitió el laudo arbitral (Resolución N° 26) que, 

si bien declaró la caducidad de oficio de las pretensiones de la contratista y, por 

tanto, improcedentes las mismas; condenó a la Entidad al pago íntegro de los 
honorarios del árbitro único y secretaría general, por el monto de S/ 
11,224.00 soles, que correspondería al 100% de los honorarios arbitrales 
derivados del proceso arbitral (cuarto punto resolutivo del laudo).  

 

Mediante escrito de fecha 05 de julio de 2021, la Entidad solicitó la interpretación 

del cuarto extremo resolutivo del laudo que le impuso la totalidad del pago de los 

honorarios, sin embargo, dicha solicitud fue declarada improcedente por la 

Resolución N° 30 de fecha 12 de octubre de 2021. 

 

Con fecha 10 de noviembre de 2021, la Entidad (ahora demandante) interpuso 

un recurso de anulación del laudo ante la Primera Sala Comercial de la Corte 

Superior de Justicia de Lima, en el cual solicitó que se declare la nulidad del 

laudo contenido en la Resolución N° 26. Para tales efectos, alegó la causal c) 
del artículo 63.1 de la Ley de Arbitraje en el extremo por el cual el árbitro 
“no se ha ajustado al acuerdo entre las partes”; en concordancia con la 
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décimo segunda disposición complementaria de la Ley de Arbitraje, que 

establece que la anulación del laudo es una vía específica e idónea para la 

protección de cualquier derecho constitucional amenazado o vulnerado en el 

trámite del arbitraje o en el laudo. La Entidad empleó los siguientes argumentos: 

 

• El laudo materia del proceso vulneró su derecho a la debida motivación y 

al debido proceso; hecho que supone una vulneración a un derecho 

constitucional, por lo cual la anulación del laudo es una vía idónea para 

denunciar actuaciones arbitrales que atenten contra tales derechos. 

 

• Pese a que las partes pactaron la forma de pago de las costas y costos 

arbitrales, apartándose de dicho acuerdo3, el Árbitro Único resolvió en 

contra de la Entidad, condenándola al pago del total, pese a que la parte 

vencida fue la contratista. 

 

• Asimismo, el numeral 8 del Acta de Instalación establece un orden de 

prelación que debe considerar primero las reglas establecidas en dicha 

Acta y, a falta de acuerdo, aplicar la Ley de Contrataciones del Estado y 

su reglamento vigentes a la fecha de contratación. Por ello, no es válido 

que el laudo en su numeral 6.4 manifieste que “de las Bases y las Órdenes 

de compra no se verifica acuerdo de las partes”. 

 

• Respecto al tercer párrafo del numeral 54 del Acta de Instalación, que 

prevé el reembolso de la parte que asuma el pago de los anticipos de los 

honorarios arbitrales ante la renuencia de la otra; se tiene que, al haber el 

árbitro declarado de oficio la caducidad de la pretensión de la contratista, 

correspondía condenar a esta última al pago de los honorarios o caso 

contrario, disponer que el pago se dé en proporciones iguales. 

 

                                                           
3 La Entidad demandante alegó el numeral 52° del Acta de Instalación, el cual establece el anticipo de los honorarios 
fijado por el árbitro y que cada parte deberá pagar el 50% de dicho monto. 
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• El Gobierno Central (MEF) no ha determinado una fuente de afectación 

de gastos arbitrales dentro de las partidas presupuestarias, lo cual impide 

que la Entidad asuma pagos arbitrales. 

 

• Finalmente, el Árbitro Único no debió aplicar de manera supletoria el 

Decreto Legislativo N° 1071, toda vez que sí existía acuerdo de las partes 

sobre los gastos arbitrales. 

 

Mediante Resolución N° 03 de fecha 01 de febrero de 2022, la Primera Sala 

Comercial tuvo por absuelto el traslado del recurso de anulación, a través del 

cual la contratista refirió que: 

 

• Las pretensiones que se postularon en sede arbitral y fueron declaradas 

improcedentes por el Árbitro Único, se encuentran aun siendo 

impugnadas mediante un recurso de anulación del laudo (Exp. 00522-

2021), proceso en el cual esta interviene como demandante.  

 

• En el desarrollo del proceso arbitral no hubo parte vencida, por cuanto las 

pretensiones no fueron amparadas, así como tampoco la solicitud de la 

Entidad de que sean declaradas infundadas; por lo que, al no haber parte 

vencida, no corresponde la aplicación del tercer párrafo del numeral 54 

del Acta de Instalación. 

 

• El numeral 52 del Acta no dispone que el pago del 50% de los honorarios 

corresponde a cada parte de manera obligatoria, ya que solo se refiere de 

manera referencial al primer anticipo para que se produzca el pago de 

manera ideal al 50% por cada parte al inicio del arbitraje. Sin embargo, 

durante el proceso arbitral, la contratista asumió la totalidad del anticipo. 

 

• El numeral 56 del Acta establece que los honorarios definitivos del Árbitro 

Único y secretaría arbitral se fijarán en el laudo mediante la suma de los 

anticipos determinados durante el proceso. 
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• El árbitro único condenó a la Entidad al pago del total de los costos 

arbitrales conforme al artículo 73° de la LDA, de aplicación supletoria al 

caso. 

 

Finalmente, la Primera Sala Comercial emitió su decisión definitiva: mediante 

Resolución N° 09 de fecha 14 de junio de 2022, declaró fundado el recurso de 

anulación del laudo, sustentado en la causal c) del artículo 63° inciso 1 de la 

LDA; en consecuencia, nulo el laudo solo respecto del cuarto punto resolutivo y 

se dispuso reenviar los autos a sede arbitral para los fines de ley. 

 

A consideración de la Sala, el cuarto punto resolutivo debe ser anulado, pues tal 

extremo no contó con las razones de hecho y de derecho conforme al artículo 

56.1 de la LDA y el artículo 139.5 de la Constitución, que prevé la motivación 

escrita de las resoluciones. Para arribar a dicha decisión, la Sala delimitó los 

hechos que sirvieron de base a su razonamiento; en concreto, se remitió a la 

lectura del laudo y de la resolución post laudo, y de sus considerandos referidos 

a los costos arbitrales –los cuales reprodujo a lo largo de la resolución (páginas 

65-66 de la sentencia).  

 

En dicho apartado del laudo, el Árbitro Único, a su vez, precisó los hechos sobre 

los cuales sustentó su argumentación, esto es, revisó las Bases, el Acta de 

Instalación y las Órdenes de Compra para determinar que, de tales medios 

probatorios, ninguno de ellos acreditó la existencia de un acuerdo entre las 

partes en torno a los costos arbitrales. Por otro lado, el Árbitro Único también 

tuvo en consideración el hecho de que la controversia no tuvo un 

pronunciamiento de fondo, dado que las tres pretensiones planteadas por la 

contratista fueron declaradas improcedentes. En adición a ello, tomó en cuenta 

que la Entidad incumplió con el pago del primer y segundo anticipo de honorarios 

arbitrales ordenado por el Árbitro Único al inicio del proceso arbitral. 

 

Ahora bien, con relación a la base normativa empleada por el Árbitro Único en 

su oportunidad, este aplicó de manera supletoria el artículo 73.1°, el cual 

comprende hasta tres supuestos diferenciados a efectos de asignar la 

distribución de costos arbitrales entre las partes. En un primer orden, el Árbitro 
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descartó de plano el primer supuesto de hecho, puesto que, habiendo efectuado 

la lectura de los actuados no verificó acuerdo alguno sobre la distribución de los 

gastos. En un segundo momento, el Árbitro también descartó el segundo 

supuesto de hecho de la norma, al considerar que no hubo parte vencida, toda 

vez que las pretensiones formuladas por la contratista fueron declaradas 

improcedentes por haber caducado el derecho, con lo cual no hubo 

pronunciamiento sobre el fondo. 

 

Sin embargo, al referirse al tercer supuesto del artículo 73.1°, el Árbitro Único 

reparó en la facultad discrecional que le otorga la norma cuando, frente a la falta 

de un acuerdo y ante la supuesta imposibilidad de identificar una parte vencida; 

le permite distribuir los costos bajo criterios de razonabilidad y atendiendo las 

particulares circunstancias del caso. Es sobre este punto que el Árbitro consideró 

pertinente calificar la conducta procesal desplegada por la Entidad durante el 

proceso arbitral a fin de justificar su interpretación del dispositivo normativo 

invocado.  

 

En concreto, afirmó que como la Entidad no cumplió con el pago del primer ni 

del segundo anticipo ordenado por el Árbitro Único, evidenció una conducta 

procesal de rebeldía, con lo cual, además, contravino los numerales 52 al 54 del 

Acta de Instalación, dado que el contratista se vio en la obligación de pagar la 

totalidad de dichos anticipos. Es por tal conducta procesal injustificada que el 

Árbitro Único decidió condenar a la Entidad al pago del 100% de los costos 

arbitrales, además de ordenar el reintegro a favor del contratista del 100% del 

monto que este último asumió por los anticipos. 

 

Lo inédito de la argumentación empleada por la Primera Sala Comercial para 

anular el cuarto punto resolutivo del laudo fue que, a pesar de haber reproducido 

los extractos del laudo que se referían a los costos arbitrales en la sentencia, 

haya concluido que en el laudo no constaba la explicación sobre por qué 

condenar a la Entidad al pago del íntegro de los costos arbitrales responde al 

prorrateo razonable exigido por la ley. Más grave aún resulta que la Sala 

concluya que, por tal motivo, se vulneró el derecho a la motivación. 
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III. IDENTIFICACIÓN DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 
JURÍDICOS 

 

3.1 Problema principal 
 

¿Se vulneró el derecho de la Entidad a una debida motivación en el presente 

caso de manera que justifique que la Primera Sala Comercial declare fundado el 

recurso parcial de anulación del laudo? 

 

3.2 Problemas secundarios  
 
III.2.1. Problemas secundarios procesales 
 

• ¿Cuál es el estándar de motivación exigible en un laudo y es posible para 

la Primera Sala Comercial sostener que se produjo un supuesto de 

motivación insuficiente en el razonamiento del árbitro sobre la distribución 

de los costos arbitrales? 

 

• ¿Qué límites se imponen a los jueces en la revisión de un recurso de 

anulación del laudo?  

 

III.2.2. Problemas secundarios materiales 
 

• ¿Correspondía a la Entidad el pago del 100% de los costos del arbitraje? 

 

IV. POSICIÓN DEL CANDIDATO/A 
 

4.1 Respuestas preliminares a los problemas principal y 
secundarios 

 

En cuanto al problema principal, la Sala debió declarar infundado el recurso de 

anulación y, por ende, no debió anular el cuarto extremo resolutivo del laudo, 

toda vez que el árbitro cumplió con la exigencia de motivar el fallo.  
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Respecto al primer problema secundario, el estándar de motivación exigible al 

laudo está sujeto a los mismos parámetros empleados para evaluar la motivación 

de una resolución judicial, lo cual ha sido establecido por la jurisprudencia 

constitucional, que señala que todos los ámbitos jurisdiccionales están sujetos a 

las normas y principios constitucionales, tales como el debido proceso. En esa 

línea, el cuarto extremo resolutivo del laudo no incurre en un defecto de 

motivación “insuficiente”, toda vez que el árbitro ha expuesto el razonamiento 

para distribuir los costos arbitrales bajo su interpretación del artículo 73.1° de la 

LDA, siendo este uno de los ejes centrales de la controversia.      

 

Respecto al segundo problema secundario, si bien la LDA establece límites a la 

intervención judicial en el análisis del recurso de anulación del laudo, ello debe 

ser interpretado en conjunto con la normativa y la jurisprudencia constitucional, 

a través de la cual se sostiene que la anulación del laudo es una vía igualmente 

satisfactoria para la defensa de la debida motivación en sede arbitral (precedente 

María Julia). 

 

Respecto al tercer problema secundario, el pago del total de los costos arbitrales 

correspondía en realidad a la Contratista, toda vez que esta resultó vencida en 

el arbitraje, dado que el árbitro declaró de oficio la caducidad de sus 

pretensiones, lo cual representa un resultado desfavorable a sus intereses. En 

ese sentido, se debió aplicar la regla general prevista por el artículo 73.1° que 

establece que los costos deben ser asumidos por la parte vencida cuando no 

exista acuerdo de las partes en tal sentido. 
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V. ANÁLISIS DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS  
 

5.1. Problema Secundario 1: ¿Cuál es el estándar de motivación exigible en 
un laudo y es posible sostener que se produjo un supuesto de motivación 
insuficiente en el razonamiento del árbitro sobre la distribución de los 
costos arbitrales? 

El análisis de la motivación en un laudo exige una breve referencia al contexto 

de la anulación de laudos en nuestro medio y el tratamiento que este tipo de 

pretensiones viene recibiendo por parte de nuestras Salas Comerciales, 

competentes para resolver este tipo de pretensiones. En concreto, la falta la 

motivación es el principal motivo por el cual se declaran fundados los recursos 

de anulación del laudo, siendo la causal b) del artículo 63.1° la causal más 

invocada, seguida de la causal c), la cual fue alegada por la Entidad demandante 

en el presente caso (Cámara de Comercio de Lima, 2023). Frente a dicho 

panorama, las referencias al estándar de motivación de un laudo se pueden 

identificar a nivel de la jurisprudencia constitucional, a nivel legislativo e inclusive 

en doctrina.  

 

Por su parte, el Tribunal Constitucional4 se ha alineado a lo establecido por el 

artículo 139.1° de la Constitución, al reconocer el carácter jurisdiccional del 

arbitraje. En consecuencia, la motivación del laudo arbitral está sujeta al mismo 

estándar bajo el cual se mide la motivación judicial. Sustento de ello resultan los 

numerosos pronunciamientos del Tribunal Constitucional respecto a la 

motivación en sede arbitral a lo largo de los últimos dos decenios. Un primer hito 

surge a partir de la sentencia expedida en el caso Fernando Cantuarias Salaverry 

(Exp. 6167-2005-PHC/TC), cuando se afirma que: 

 
En este contexto, el control constitucional jurisdiccional no queda excluido, sino 

que se desenvuelve a posterior cuando se vulnera el derecho a la tutela procesal 

efectiva o se advierte un incumplimiento, por parte de los propios árbitros, de la 

aplicación de la jurisprudencia constitucional o los precedentes de observancia 

obligatoria (…) (Fundamento 17).  

                                                           
4 Exp. 6167-2005-PHC/TC (Caso Fernando Cantuarias Salaverry), fundamento jurídico 11. 
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Este fundamento representa el inicio de una clara línea jurisprudencial 

establecida por el Tribunal Constitucional que, conforme se verá líneas abajo, se 

ha mantenido a lo largo de los años y se ha incorporado progresivamente a los 

pronunciamientos de las Salas Comerciales. En ese sentido, si bien a nivel 

legislativo no se prevé expresamente que la falta y/o vicio en la motivación 

comporta la anulación del laudo; las Salas Comerciales han originado la práctica 

judicial consistente en admitir y anular los laudos arbitrales por defectos de 

motivación que se sustenten en una vulneración del derecho al debido proceso.   

 

En esta misma sentencia, el Tribunal Constitucional reconoció el principio de 

interdicción de la arbitrariedad para afirmar que, el reconocimiento del arbitraje 

como jurisdicción le impone la obligación de salvaguardar los derechos 

fundamentales, en específico, aquellos que se ubican dentro del marco 

vinculante del derecho al debido proceso y la tutela jurisdiccional efectiva 

(artículo 139.3° de la Constitución Política). Por ende, de no observarse dichos 

límites, cualquier acto restrictivo de tales derechos será automáticamente nulo.  

 

En esa línea, inclusive en pronunciamientos más recientes, el Tribunal 

Constitucional ha afianzado el vínculo entre el proceso arbitral y el debido 

proceso (como derecho continente), a saber: 

 
Con relación al debido proceso y al ejercicio de la función jurisdiccional en sede 

arbitral este Tribunal tiene afirmado que el derecho al debido proceso (…) 

sobrepasa el ámbito judicial y se proyecta sobre todo órgano público o privado 

que ejerza funciones formal o materialmente jurisdiccionales. (…). (Exp. N.° 

02851-2010-PA/TC, fundamento 17). 

 

Como es posible advertir, este pronunciamiento parte de la premisa que 

reconoce el carácter jurisdiccional del arbitraje. Posteriormente, la interpretación 

del Tribunal Constitucional en torno a la motivación del laudo arbitral queda 

consolidada en el precedente María Julia que, al igual que el caso Cantuarias 

Salaverry, si bien reconoce la naturaleza contractual y la autonomía del arbitraje; 

afirma que ello no es óbice para que el arbitraje se desvincule de los derechos y 
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principios constitucionales. Bajo esa interpretación, en el fundamento décimo 

tercero del precedente María Julia (Exp. N° 00142-2011-PA/TC) se establece lo 

siguiente: 

 
(…) la función jurisdiccional se sustenta y se debe a la norma fundamental, más 

allá de la especialidad sobre la que pueda versar o de la investidura de quienes 

la puedan ejercer. De este modo (…) la misma [jurisdicción arbitral] se encuentra 

inevitablemente condicionada a que su ejercicio se desarrolle en franco respeto 

al orden constitucional y a los derechos de la persona. (El subrayado es nuestro).  

 

Entonces, tanto la norma constitucional como la jurisprudencia del máximo 

intérprete de la Constitución complementan la interpretación que merece el 

artículo 56.1° de la LDA, el cual establece de manera genérica que el laudo debe 

estar motivado, sin fijar mayores parámetros para su motivación. En 

consecuencia, es acorde con nuestro ordenamiento que la debida motivación 

constituye un derecho que debe garantizarse en todo proceso, ya que solo 

conociendo los fundamentos de hecho y de derecho expuestos por el juzgador 

de manera clara y lógico-jurídica, las partes pueden emprender las acciones 

correspondientes para la defensa de su derecho (Exp. N.º 6712-2005-PHC/TC).  

 

Conforme adelantamos, la propia LDA regula el deber de motivación del laudo, 

pues en su artículo 56.1° establece de manera concisa que todo laudo deberá 

ser motivado, salvo pacto en contrario. Si bien esta última salvedad pareciera 

atenuar la obligatoriedad de la motivación en un laudo al concederle autoridad al 

convenio de las partes; lo cierto es que la obligación de motivar que impone la 

norma es de carácter ineludible, toda vez que el árbitro está obligado a justificar 

las razones conducentes al fallo que dicta.  

 

En ese entendido, si bien la LDA establece causales taxativas para la 

procedencia del recurso de anulación, ello no impide que estas puedan ser 

interpretadas de manera extensiva, así como tampoco implica la existencia de 

un vacío normativo relativo al cuestionamiento judicial de los laudos por vicios 

de la motivación. Por el contrario, tras emplear una interpretación sistemática del 

artículo 56.1° de la LDA y de los dispositivos constitucionales, en nuestro 
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ordenamiento jurídico es posible pretender la anulación del laudo sustentándose 

para ello en una deficiente motivación, de la misma forma que es posible 

cuestionar la motivación de las resoluciones judiciales. 

 

En la misma línea, la experiencia en sede judicial no parece generar distinción 

entre el estándar de motivación que amerita un laudo frente al estándar de 

motivación exigible para una resolución judicial, puesto que:  

 
“(…) pueden encontrarse numerosos pronunciamientos que defienden la 

posibilidad de que el juez, al analizar el cumplimiento del deber de motivación, 

no sólo determine si existe algún tipo de motivación en el laudo, sino que además 

evalúe si ella reúne los requisitos necesarios para ser calificada como adecuada” 

(Alva Navarro 2011: 163).  

 

En otras palabras, tanto en el caso de un laudo como en el caso de una 

resolución judicial, la exigencia es la misma: que se encuentren debidamente 

motivados. Al respecto, basta recurrir a los pronunciamientos de las Salas 

Comerciales, las cuales han ido delimitando los criterios para identificar en qué 

casos se puede considerar que un laudo está “debidamente” motivado.  

 

En concreto, dichas Salas han establecido que el laudo está debidamente 

motivado solo si se verifican los siguientes elementos: a) fundamentos de hecho 

y delimitación de la controversia jurídica entre las partes; b) análisis y 

pronunciamiento relativos a las posturas y alegaciones formuladas por las 

partes; c) calificación y valoración de los medios probatorios; y d) razonabilidad 

y coherencia lógica entre el petitorio y el fallo, así como de las razones, 

interpretaciones y conclusiones que sustenten a este último (Cantuarias y 

Repetto, 2015, 35). 

 

En doctrina, se ha documentado el estándar exigido por los jueces a los laudos 

arbitrales una vez que llegan a sede judicial por ser objeto de cuestionamiento. 

Siguiendo la línea establecida por el Tribunal Constitucional, se ha expuesto que 

las exigencias del debido proceso son plenamente trasladables al análisis de la 

motivación del laudo arbitral, dado que el arbitraje constituye una jurisdicción 



24 
 

independiente, lo cual ha sido reconocido por el propio texto de la Constitución. 

Ello ha permitido que los estándares sobre los defectos en la motivación de las 

sentencias judiciales delimitados en el Caso Llamoja (Exp. N° 00728-2008-

PHC/TC)5 sean permanentemente aplicados por las Salas Comerciales para 

evaluar la motivación de los laudos arbitrales sometidos a su revisión.  

 

Respecto a la motivación insuficiente alegada por la Entidad, esta ha sido 

caracterizada por el Tribunal Constitucional como “la ausencia de argumentos o 

la insuficiencia de fundamentos resulta manifiesta a la luz de lo que en sustancia 

se está decidiendo” (Exp. N° 00712-2018-PA/TC, 2021). Se debe precisar que 

cuando un tribunal omita exponer un razonamiento vinculado al objeto del 

proceso, ya sea una cuestión probatoria, procesal o material; se producirá un 

supuesto de motivación insuficiente. Asimismo, se ha considerado que se incurre 

en dicho supuesto cuando no se han expuesto las razones fácticas o jurídicas 

necesarias para adoptar la decisión, siendo este último el argumento empleado 

por la Primera Sala Comercial para anular el cuarto extremo resolutivo del laudo 

en el caso bajo análisis. 

 

Sobre este punto, debe dirigirse una particular mirada a la línea jurisprudencial 

de la Primera Sala Comercial, ya que de esa forma es posible conocer los 

criterios que dicho órgano colegiado aplica a la fecha para analizar la anulación 

de un laudo. Así, puede advertirse que las Salas Comerciales (Exp. N° 00038-

2012-0-1817-SP-CO-01) trasladan el estándar de la motivación aplicable a las 

resoluciones judiciales para impedir vulneraciones al contenido esencial de la 

debida motivación, aplicando la doctrina del Caso Llamoja: 

 
(…) el derecho a la debida motivación de las resoluciones jurisdiccionales no 

incluye el derecho al acierto judicial, sino que el indicado derecho se entiende 

satisfecho cuando la sentencia (…) cumple los requisitos que la jurisprudencia 

                                                           
a) 5 Inexistencia de motivación o motivación aparente 
b) Falta de motivación interna de razonamiento 
c) Deficiencias en la motivación externa; justificación de las premisas 
d) La motivación insuficiente 
e) La motivación sustancialmente incongruente  
f) Motivaciones cualificadas  
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de nuestro Tribunal Constitucional ha considerado como contenido esencial de 

la motivación”. 

 

Lo que el Tribunal Constitucional prevé es que los laudos también están sujetos 

a los mismos vicios de motivación que una resolución judicial, puesto que 

podrían suscitarse casos de motivación sustancialmente incongruente cuando 

los árbitros no se pronuncian sobre las pretensiones formuladas por las partes. 

Asimismo, se puede advertir el defecto de motivación aparente en sede arbitral 

cuando el árbitro no responde a lo alegado por las partes, no brinda las razones 

mínimas para justificar su decisión o solo pretende que se cumpla la norma sin 

que concurran los fundamentos de hecho y de derecho para su aplicación. 

 

De igual forma, podría configurarse una deficiencia de motivación interna cuando 

el árbitro omita los pasos de la lógica deductiva para emitir una decisión y, bajo 

su discreción, determine una consecuencia jurídica no prevista en la norma. 

También resulta probable que se produzca un supuesto de falta de motivación 

externa cuando el árbitro no realice un análisis adecuado de una premisa fáctica 

y tome como cierto un hecho que no ha sido debidamente acreditado en el 

proceso. 

 

Entonces, en nuestro ordenamiento es posible la anulación de un laudo por un 

vicio de motivación insuficiente, dado que dicha posibilidad ha sido avalada por 

la práctica de las Salas Comerciales, amparándose para ello en la jurisprudencia 

del Tribunal Constitucional. Esta práctica se condice con uno de los supuestos 

típicos por los cuales se declaran fundados los recursos de anulación del laudo 

en casos de motivación insuficiente6, supuesto que se configura cuando el árbitro 

omite sustentar una premisa relevante a la luz de la controversia discutida (Rivas 

2017: 228). 

 

Una vez efectuadas estas precisiones respecto al estándar de motivación del 

laudo y la motivación insuficiente, corresponde iniciar el análisis del caso 

concreto. Para ello, resulta pertinente iniciar con una referencia a la pretensión 
                                                           
6 Los otros supuestos típicos identificados por Rivas (2017: 228) surgen cuando: (i) el árbitro no absuelve determinados 
argumentos, ya sea de una o de ambas partes en el proceso arbitral y (ii) el árbitro no fundamenta por qué determinados 
medios probatorios no logran generarle convicción. 
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de la Entidad relacionada al pago de los costos arbitrales. Como se vio líneas 

arriba, el Gobierno Regional del Cusco sustentó su recurso de anulación del 

laudo en el literal c) del artículo 63.1 de la LDA, la cual establece que el laudo 

será objeto de anulación solo si el solicitante logra alegar y acreditar: 

 
c. Que la composición del tribunal arbitral o las actuaciones arbitrales no se han 

ajustado al acuerdo entre las partes o al reglamento arbitral aplicable. (El 

subrayado es nuestro). 

 

La anulación en base a este literal hace referencia a una actuación arbitral 

manifiestamente atentatoria del acuerdo de las partes, toda vez que el juez, en 

esencia, debe evaluar el material probatorio ofrecido por la parte que alega esta 

causal y amparar la demanda únicamente si la parte interesada ha acreditado 

fehacientemente que durante alguna etapa del proceso existió un acuerdo de las 

partes sobre un aspecto determinado de la controversia.  

 

En este contexto, la interrogante que surge es: ¿resulta plausible cuestionar la 

motivación del laudo a partir del literal c) del artículo 63.1 de la LDA? En principio, 

únicamente remitiéndonos al sustento fáctico de la demanda, se verifica que no 

hubo acuerdo entre las partes respecto a la distribución de costos, por lo cual no 

resulta estratégico invocar la referida causal. Por su parte, en doctrina es posible 

encontrar una interpretación por la cual, el incumplimiento del artículo 56.1° que 

impone la obligación de motivar el laudo, comporta una causal de anulación del 

laudo, por “no ajustarse a lo establecido en este Decreto Legislativo” –que se 

deriva de la LDA (Guzmán 2013, 40).  

 

Dicha interpretación, sin embargo, resulta insuficiente. Conforme se pudo 

apreciar anteriormente, la obligación de motivación del laudo establecida por la 

LDA debe ser analizada a la luz de los dispositivos constitucionales pertinentes 

(artículo 139.1° de la Constitución y la jurisprudencia constitucional). Ello también 

obedece al principio de supremacía de la norma constitucional, siendo que esta 

última está llamada a prevalecer sobre la legislación existente relativa al arbitraje. 

Finalmente, esta predisposición por parte de nuestro ordenamiento jurídico ha 
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permitido que precedentes como el caso María Julia hayan ampliado el recurso 

de anulación para amparar supuestos sobre motivación.    

 

Entonces, si sostenemos que el laudo puede ser cuestionado por transgredir un 

derecho fundamental como el debido proceso, en la dimensión de la motivación; 

la consecuencia que se desprende es que la Entidad demandante no debió 

encausar su pretensión a través de la causal c). Por el contrario, consideramos 

que la causal más adecuada para conducir su pretensión recaía sobre la causal 

b), que establece que el laudo únicamente será anulado si es que la parte 

solicitante consigue alegar y probar: 

 
b. Que una de las partes no ha sido debidamente notificada del nombramiento 

de un árbitro o de las actuaciones arbitrales, o no ha podido por cualquier otra 

razón, hacer valer sus derechos. (El subrayado es nuestro). 

 

En ese sentido, la causal b) emplea una fórmula abierta al hacer referencia a los 

derechos que podrían ser objeto de vulneración en un proceso arbitral, tales 

como podrían ser el debido proceso y el derecho a la defensa. Asimismo, esta 

interpretación se asimila con la interpretación que han efectuado tanto el Tribunal 

Constitucional, como las Salas Comerciales, los cuales han considerado que el 

laudo debe observar las exigencias del debido proceso a través de la debida 

motivación. Así, mientras el literal b) se enfoca básicamente a “garantizar las 

legítimas expectativas de las partes referidas a que el Tribunal Arbitral actuará 

conforme a las facultades otorgadas”; el literal c) permite garantizar que el 

arbitraje respetará el debido proceso (Cantuarias 2007, 45). 

 

Retornando a nuestro caso, la tarea de la Sala Comercial en el análisis de la 

anulación del laudo consistía en verificar que el Árbitro Único haya interpretado 

la normativa aplicable, así como los hechos acreditados por los medios 

probatorios ofrecidos. Para ello, la Sala debía circunscribir su análisis a los 

fundamentos expuestos en el laudo cuestionado. Así, un supuesto de motivación 

insuficiente que podría haberse configurado es que el árbitro haya omitido 

exponer su razonamiento en relación a alguno de los puntos controvertidos.    
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Por ello, cuando la Sala inicia el análisis relativo al cuarto punto resolutivo 

cuestionado, parte por hacer una deconstrucción de los supuestos de hecho que 

comprende el artículo 73.1° de la LDA, determinando que para que el árbitro 

pueda imputar los costos del arbitraje debe considerar el siguiente orden de 

prelación: primero, el acuerdo de las partes; segundo, la asunción de costos por 

la parte vencida; y tercero, el prorrateo siempre que, atendiendo las 

circunstancias del caso, sea razonable. Hasta esas líneas, parecería que tanto 

la Sala como el Árbitro Único en su oportunidad, no discreparon de que aquella 

sea la interpretación correcta de la norma.  

 

A nuestra consideración, la Primera Sala Comercial incurrió en un salto 

argumentativo puesto que, a pesar de que dentro de su análisis fáctico se remitió 

a los puntos 6.4, 6.5 y 6.6 del laudo, en los cuales el árbitro desarrolló el 

razonamiento referido a la distribución de los costos arbitrales; concluyó que se 

vulneró el deber de motivación, al determinar que el Árbitro Único “no justificó” la 

aplicación del artículo 73.1°. Asimismo, el defecto de motivación detectado por 

la Sala no queda del todo claro, ya que la Entidad demandante alegó el defecto 

de la motivación insuficiente, mientras que la Sala de manera abstracta afirmó 

que se había producido una “vulneración al deber de motivación”, sin especificar 

en qué supuesto se clasificaba tal “omisión”.  

 

Solo se podría hablar de motivación insuficiente en el presente caso, si las 

pretensiones y los puntos resolutivos del laudo no cumplieran una doble 

condición de racionalidad, esto es, que no sean lógicos ni estén fundamentados. 

En cuanto a la justificación interna, esta se verifica con la deducción o silogismo 

jurídico, por el cual la decisión expuesta en el laudo contiene necesariamente la 

información de las premisas fácticas, al incorporar el material fáctico provisto por 

las partes y aquel que consta en el expediente. Por otro lado, cuando se impone 

que las premisas deben ser fundamentadas, se apela estrictamente a la 

motivación externa, por cuanto las premisas normativas y fácticas deben 

encontrar un respaldo en la norma y en los hechos acreditados por las partes. 

 

Somos de la posición que en el caso bajo análisis no se configuró un supuesto 

de motivación insuficiente, puesto que el laudo no vulneró el dispositivo legal 
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contenido en el artículo 56.1° de la LDA, así como tampoco transgredió el deber 

de motivación previsto en el artículo 139.5 de la Constitución. Ello se debe a que 

el razonamiento del árbitro siguió un hilo argumentativo lógico, el cual fue claro 

y se resume de la siguiente forma:  

 

- En un primer momento, el árbitro verificó el caudal probatorio conformado 

por la Cláusula de Solución de Controversias, las órdenes de compra, el 

Acta de Instalación, así como las bases del convenio, a partir de los cuales 

pudo determinar que no existió acuerdo de las partes en torno a la 

distribución de los costos. 

 

- En un segundo momento, constató que en la Ley de Contrataciones y en 

su Reglamento no existía regulación sobre la distribución de los costos. 

 

- En un tercer momento, y al amparo del artículo 73.1 de la LDA, aterrizó el 

análisis del caso a la regla que establece que la parte vencida debe asumir 

los costos irrogados del proceso. Para inaplicar la referida regla al caso 

concreto, el árbitro se limitó a señalar que no existió una parte vencedora 

ni otra vencida, toda vez que no se habría emitido un pronunciamiento de 

fondo. 

 

- En un cuarto momento, el árbitro apeló a las facultades que le atribuye el 

artículo 73.1° para distribuir los costos en función a las circunstancias del 

proceso. Así, sustentó su decisión en la conducta procesal de la Entidad. 

En concreto, atribuyó una conducta procesal de rebeldía a la Contratista, 

quien durante el arbitraje incumplió con el pago del primer y del segundo 

anticipo de honorarios arbitrales ordenados por el árbitro único, además 

de haber sido establecidos en el Acta de Instalación. Por tal motivo, afirmó 

el árbitro, la empresa contratista asumió los pagos que le correspondían 

a la Entidad. 

 

- En conclusión, el árbitro resolvió que los costos arbitrales del proceso 

deberán ser asumidos por la Entidad en un 100%. Además, ordenó que 



30 
 

la Entidad reconozca el reintegro a favor del contratista del monto que 

este último asumió por los anticipos. 

 

Si bien este hilo argumentativo puede ser objeto de cuestionamientos, conforme 

se verá más adelante, ello no refuta un simple hecho: el laudo está motivado. 

Entonces, ¿por qué la Primera Sala Comercial anuló el cuarto punto resolutivo?  

 

Para anular dicho extremo del laudo, la Primera Sala Comercial aplicó el 

siguiente razonamiento: el Árbitro Único no ha consignado explicación alguna en 

el laudo relativa a la distribución de costos prevista por el artículo 73.1° de la 

LDA, por tanto, al no contener las razones de hecho y de derecho que exige el 

artículo 56.1°, corresponde su anulación.  

 

Este razonamiento no está exento de críticas. En primer lugar, si bien ha 

quedado establecido que en nuestro ordenamiento jurídico la falta de motivación 

del laudo genera su nulidad; en el presente caso, no hubo ausencia de 

motivación respecto al cuarto punto resolutivo, en tanto el árbitro emitió un fallo 

que fue producto de su razonamiento de los hechos del caso, de las pruebas 

ofrecidas y de su valoración jurídica de los mismos. Por tal motivo, no resulta 

amparable la anulación parcial del laudo.   

 

En tercer lugar, el fallo emitido por la Primera Sala Comercial evidencia su 

discrepancia con los criterios adoptados por el árbitro para sustentar el cuarto 

punto resolutivo del laudo, toda vez que declaró su nulidad a pesar que del 

material probatorio –esto es, del propio texto del laudo cuestionado– se verifica 

que el árbitro expuso el razonamiento que lo llevó a condenar a la Entidad 

demandada al pago de los costos arbitrales del proceso. Sin embargo, la Sala 

Comercial no habría avalado el hecho de que el árbitro se haya apartado de la 

regla general prevista por el artículo 73.1° para la distribución de los costos 

arbitrales, esto es, que “la parte vencida paga”. 

 

Finalmente, se deben distinguir dos situaciones distintas que se pueden producir 

a partir de un laudo cuestionado: (i) el juez puede advertir que el laudo carece 

de motivación, esto es, que el árbitro no expone en su resolución la ratio 
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decidendi por la cual falló en un determinado sentido, motivo por el cual el 

ordenamiento jurídico le habilita la facultad de anular el laudo; y (ii) el juez puede 

advertir que el árbitro justificó su fallo y disentir con el criterio, interpretación o 

motivación adoptada para sustentar su laudo, sin que ello lo habilite para anular 

el laudo. Sin embargo, en el presente caso no se verificó circunstancia objetiva 

alguna que faculte a la Sala declarar fundado el recurso de anulación.  
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5.2. Problema Secundario 2: ¿Qué límites se imponen a los jueces en la 
revisión de los recursos de anulación del laudo?  

 

Para absolver la presente interrogante, es necesario hacer una referencia a las 

reglas contempladas en la LDA, las cuales, apreciadas en conjunto, buscan 

establecer límites al control judicial del laudo a través del recurso de anulación. 

Si bien a nivel normativo se pueden identificar estas reglas, estas deben ser a 

su vez objeto de análisis desde la interpretación que tanto las Salas Comerciales 

como el propio Tribunal Constitucional le han brindado a la motivación del laudo. 

Como se evidenció en el punto anterior, la jurisprudencia constitucional, 

refrendada por los pronunciamientos de las Salas Comerciales, han establecido 

que mediante el recurso de anulación también son materia de protección los 

derechos constitucionales, tales como el debido proceso en su manifestación del 

derecho a una debida motivación. 

 

Entonces, a nivel legislativo, un primer límite impuesto a la intervención judicial 

previsto por la LDA se ubica en el artículo 3.4°, que dispone lo siguiente:  

 
3.4. Ninguna actuación ni mandato fuera de las actuaciones arbitrales podrá 

dejar sin efecto las decisiones del tribunal arbitral, a excepción del control judicial 

posterior mediante el recurso de anulación del laudo (…) Cualquier intervención 

judicial distinta, dirigida a ejercer un control de las funciones de los árbitros o a 

interferir en las actuaciones arbitrales antes del laudo, está sujeta a 

responsabilidad. (El subrayado es nuestro). 

 

En concreto, la norma citada establece que los árbitros son los únicos 

competentes para pronunciarse sobre el fondo, restringiendo la intervención por 

parte de órganos judiciales o administrativos, lo cual responde al acuerdo de las 

partes expresado en el convenio arbitral a fin de someter la solución de la 

controversia a los árbitros (García-Ascencios 2013, 88). En contraposición, la 

facultad revisora que la ley concede al juez debe estar destinada a una revisión 
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formal7 del mismo, esto es, la evaluación de elementos objetivos que excluyan 

el razonamiento interno que siguió el árbitro para alcanzar una decisión. 

 

El segundo límite impuesto a la intervención judicial en materia de anulación del 

laudo está previsto en el artículo 62° de la LDA, cuyo numeral 2 es enfático al 

prohibir el pronunciamiento judicial en torno al fondo del caso, así como la 

calificación de las motivaciones realizadas por los árbitros. Entonces, ¿cómo 

debe proceder el juez en el análisis que efectúan en las pretensiones de 

anulación del laudo? 

 

La respuesta se encuentra, de manera directa, en la propia práctica de las Salas 

Comerciales. En un primer momento, no resulta extraño que en las sentencias 

que resuelven este tipo de procesos por defectos en la motivación, las Salas 

hagan referencia a los límites del control judicial, en concreto, al principio de 

irrevisabilidad del laudo. Al respecto, se tiene a manera de ejemplo el 

fundamento segundo de la sentencia expedida en el expediente N° 00295-2021-

0-1817-SP-CO-02 sobre anulación del laudo, emitido por la Segunda Sala 

Comercial de Lima: 

 
Pero si bien las partes arbitrales tienen el derecho de someter a control judicial 

la validez del laudo que resolvió su controversia, su ejercicio debe conciliarse 

con el principio de irrevisabilidad del laudo que se desprende de la norma del 

artículo 62.2 de la Ley de Arbitraje, que acota los alcances del recurso de 

anulación (…) e impone un límite esencial a la función de control judicial del 

arbitraje (…). (El subrayado es nuestro). 

 

Cabe añadir que este pronunciamiento se emitió en el marco de un recurso de 

anulación cuya controversia se circunscribió al tema de la distribución de costos 

arbitrales, surgida a partir de que el Tribunal Arbitral se apartara de la regla que 

impone los costos arbitrales a la parte vencida. A diferencia del caso que nos 

compete, el caso citado se sustentó sobre la causal b) del artículo 63.1° de la 

                                                           
7 Respecto a esta revisión formal del laudo, existe un pronunciamiento de la Segunda Sala Comercial en el siguiente 
sentido: “(…) Finalmente, debemos ser enfáticos en reiterar que este Colegiado puede o no estar de acuerdo con el 
razonamiento, criterio, interpretación, posición jurídica o conceptos empleados por el Árbitro, para resolver los puntos 
controvertidos sometidos al proceso; sin embargo, no podemos entrar a revisarlos más que en lo estrictamente formal”. 
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LDA, sin embargo, la Segunda Sala Comercial declaró infundado el recurso 

porque el demandante nunca acreditó una vulneración a la debida motivación.  

 

Ahora bien, el principio de irrevisabilidad del laudo se resume a un control ex 

post, toda vez que no le compete al juez de la Sala Comercial realizar injerencias 

sobre el trámite del proceso arbitral, sino que su labor de control debe 

concentrarse en el análisis de las condiciones de validez del laudo una vez que 

este haya sido emitido, verificando que se configuren algunas de las causales 

establecidas por la LDA.   

 

Asimismo, otro de los límites que son recurrentemente establecidos por las Salas 

Comerciales para resolver los recursos de anulación, se sujetan a lo establecido 

por el Tribunal Constitucional en relación al control de la motivación del laudo. 

Así, se ha considerado que el análisis de la motivación debe llevarse a cabo 

partiendo por los fundamentos expuestos en la resolución objeto de 

cuestionamiento, siendo que los demás medios probatorios únicamente pueden 

utilizarse para contrastar el razonamiento expuesto, pero no pueden someterse 

a un nuevo análisis. Esa también es una premisa asumida por la Primera Sala 

Comercial en el caso que estamos analizando, cuando hace referencia al 

fundamento décimo segundo del Expediente N° 4215-2010 PA/TC, indicando 

que el control de la motivación se hace sobre la base del propio contenido del 

laudo. 

 

Por su parte, la doctrina nacional ha señalado que, en materia de anulación de 

laudos, los jueces deben verificar: a) la aplicación por parte del árbitro de la 

norma pactada por las partes, b) que haya una delimitación y calificación de los 

hechos, y c) la presencia de una estructura argumentativa (Taboada 2017). Una 

vez delimitados tales aspectos fundamentales, existe una serie de pautas que 

deben seguir los jueces para no exceder su intervención revisora: 

 

- El juez tiene prohibido analizar la interpretación del árbitro. Se debe limitar 

a constatar que el árbitro haya empleado la norma pactada por las partes 

en su razonamiento. Para ello también es vital que los jueces se 
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circunscriban a los hechos alegados por las partes y que conforman el 

expediente (medios probatorios). 

 

- Está prohibido que el juez cuestione la forma en la cual el árbitro ha 

interpretado los hechos, siendo esta tarea competencia exclusiva del 

árbitro. 

 

- Los jueces deben verificar que el árbitro haya emitido una afirmación 

relativa a los hechos alegados por las partes, como un primer elemento 

de la estructura argumentativa. También deben constatar que exista un 

razonamiento por parte del árbitro, es decir, la explicación de los 

fundamentos de hecho y de derecho que le generaron convicción para 

llegar a la decisión.  

 

- Los jueces deben constatar la existencia de una conclusión en el laudo, 

la cual se ve reflejada en los puntos resolutivos. 

 

- No es requisito indispensable que el juez esté de acuerdo con la decisión 

determinada por el árbitro. 

 

Uno de los problemas centrales que podrían surgir a partir de las pautas 

reseñadas se presenta en los casos en los cuales los magistrados de las Salas 

Comerciales discrepen con el razonamiento empleado por el árbitro y que, en 

razón de ello, procedan a anular un laudo, tras considerar que han existido 

defectos en la motivación. En efecto, ello representaría un control judicial 

arbitrario y en clara contravención a los criterios asumidos por las propias Salas 

Comerciales, quienes han establecido el principio de la irrevisabilidad del laudo, 

máxime si del caso no se evidencia una afectación al derecho a la motivación. 

Entonces, los jueces deben resolver tomando en consideración que los 

fundamentos del laudo no siempre les deben generar convicción a ellos, sino 

que deben contar con un razonamiento lógico y jurídico en observancia a la 

debida motivación. 
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Conforme se anotó anteriormente, el principal alegato en estos procesos se 

relaciona con un defecto de la motivación. Asimismo, a partir de la práctica por 

parte de las Salas Comerciales se puede concluir que sí cabe que los jueces 

anulen un laudo cuando adviertan vulneraciones al debido proceso, en 

específico, del derecho a la motivación, para lo cual se remiten a la décimo 

segunda disposición complementaria de la LDA relativa a las acciones de 

garantía expeditas para denunciar la vulneración de un derecho constitucional 

en el proceso arbitral.   

 

Ahora bien, cabe recordar que la Entidad demandante invocó en su petitorio la 

duodécima disposición complementaria de la LDA para denunciar la vulneración 

de su derecho a la debida motivación. Por tal motivo, corresponde hacer 

referencia al control constitucional de la motivación del laudo, ya que la finalidad 

de la norma invocada por la Entidad es que sean restringidos los supuestos de 

amparo contra laudos arbitrales y que, a fin de no generar una desprotección de 

los derechos vinculados al debido proceso en sede arbitral, las pretensiones de 

anulación del laudo sean empleadas como vías idóneas para tutelar dichos 

derechos (fundamento 18 del precedente María Julia).  

 

En una primera fase, esto es, bajo la vigencia de la derogada Ley General de 

Arbitraje, Ley N° 26572, se expidió la sentencia recaída en el Expediente N° 

6167-2005-PHC/TC, en la cual el Tribunal Constitucional estableció que no cabía 

la acción de amparo para cuestionar un laudo arbitral si es que previamente no 

se transitaba por la vía de la anulación, la cual era una vía adecuada para 

plantear cuestionamientos al laudo, asumiendo el amparo un rol de control ex 

post (García Calderón-Moreyra 2011: 441).  

 

En una segunda fase, aún cuando la Ley General de Arbitraje se encontraba 

vigente, el Tribunal Constitucional estableció que en determinados casos puede 

acudirse directamente al amparo para cuestionar un laudo y fue la primera vez 

que el máximo intérprete de la Constitución declaró procedente un amparo contra 

laudo, ordenando que el órgano de segunda instancia expida una nueva 

resolución sobre el fondo de la controversia dilucidada en sede arbitral 

(Expediente N° 5311-2007-PA/TC). 
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Ya en una tercera fase, con la emisión del precedente vinculante María Julia, el 

Tribunal Constitucional delimitó de manera más clara los alcances del control 

que puede ejercer sobre las actuaciones arbitrales, ya que estableció tres 

supuestos cerrados para plantear una acción de amparo contra laudo. Entonces, 

a partir de este precedente se desprende una tarea complementaria por parte de 

las Salas Comerciales, quienes “serán las encargadas de resolver los recursos 

de anulación como regla general, sin que quepa la acción posterior del amparo” 

(García Calderón-Moreyra 2011: 447). Ello guarda pleno sentido con el criterio 

adoptado por el Tribunal Constitucional respecto a la motivación del laudo que 

ya fuera expuesto líneas arriba, puesto que confirma el hecho de que en sede 

judicial se debe controlar la motivación de las resoluciones arbitrales en función 

a las reglas y principios previstos por la Constitución.   

 

En efecto, algo que ha permanecido en la interpretación del TC es que el control 

del laudo implica también la sujeción al debido proceso arbitral. Al respecto, 

Zúñiga realiza una reseña relativa a la noción del TC sobre el arbitraje y, aunque 

muchos de los pronunciamientos analizados se remontan a la época de la 

vigencia de la antigua Ley General de Arbitraje; ha logrado identificar criterios 

referentes a la procedencia de la revisión del laudo8 en sede constitucional que 

se han trasladado a la lógica que aplican las Salas en la actualidad. Así, el autor 

señala que de los supuestos c) y d) detallados en el fundamento cuarto de la 

Sentencia recaída en el Exp. N.° 04195-2006-PA/TC (2011: 89-90) se pueden 

extraer los siguientes lineamientos: 

 

• La competencia para resolver el fondo recae sobre los árbitros, por ello, 

no cabe cuestionar las interpretaciones legales realizadas por los 

mismos. Sin embargo, pueden ser materia de objeto las interpretaciones 

que vulneren de forma manifiesta el debido proceso material, lo cual 

acarrea que la intervención judicial analice el fondo del laudo. Ante la 

duda, se debe asumir como correcta la interpretación arbitral. 

                                                           
8 También referido en doctrina como el control del “debido proceso arbitral”, en caso de manifiesta vulneración o amenaza 
a la tutela jurisdiccional efectiva y/o el debido proceso. 
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• Si bien la calificación de los hechos sometidos al arbitraje son de 

exclusiva competencia de los árbitros, el laudo podrá ser objeto de control 

judicial siempre que la arbitrariedad en la actuación arbitral resulte 

manifiesta. 

 

En esa línea, el contexto del amparo contra laudos ha sido el principal escenario 

que ha motivado que el Tribunal Constitucional establezca criterios para el 

control judicial del laudo, específicamente cuando se denuncia una afectación al 

debido proceso en la dimensión del derecho a la motivación. Asimismo, en vista 

de que la propia demandante invocó la décimo segunda disposición 

complementaria de la LDA, resulta necesario determinar si la alegada 

vulneración a la debida motivación tiene asidero o si, por el contrario, este 

dispositivo ha sido empleado en contravención a la buena fe con el objetivo de 

generar una revisión judicial del laudo.  

 

Ahora bien, para analizar el control judicial efectuado por la Primera Sala 

Comercial en el marco del presente recurso de anulación, debemos hacer 

referencia nuevamente al petitorio formulado por la Entidad demandante. En 

principio, la Entidad invocó la causal prevista en el literal c) del artículo 63.1 de 

la LDA, por la cual el laudo será anulado únicamente cuando aquella parte que 

la invoque, además, logre probar y acreditar que las actuaciones arbitrales no se 

ajustaron al acuerdo de las partes, siempre que las disposiciones de las partes 

no contravengan las normas de la LDA. 

 

De los argumentos esgrimidos por la Entidad en su escrito de demanda, es 

evidente que el derecho constitucional que a su juicio ha sido vulnerado a partir 

de la emisión del laudo se refiere al derecho a la motivación, motivo por el cual 

los argumentos que expone giran en torno a los precedentes constitucionales 

sobre los defectos de la motivación (Caso Llamoja, Exp. 00728-2008-PHC/TC).  

 

Como se mencionó inicialmente, uno de los argumentos empleados por la Sala 

fue que hubo una vulneración del derecho a la motivación, en contravención a lo 

dispuesto por el artículo 139.5 de la Constitución. Sin embargo, la Primera Sala 
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Comercial no debió declarar fundado el recurso de anulación del laudo 

basándose en la causal c) prevista en el artículo 63° inciso 1 del D.L N° 1071. Al 

respecto, consideramos que la Entidad demandante no planteó de manera 

adecuada su pretensión ya que, al invocar la causal del literal c), resultaba 

necesario que a través de su demanda acredite que, a pesar de que existió un 

acuerdo entre las partes sobre la distribución de costos arbitrales, el árbitro hizo 

caso omiso a tal pacto y aplicó la discrecionalidad para asignar los costos de 

manera contraria a lo establecido por la voluntad de las partes. Conforme se 

pudo apreciar de la revisión del material probatorio que hizo el árbitro, ni las 

bases, ni las órdenes de compra, ni el acta de instalación contenían acuerdo 

alguno sobre los costos.   

 

En el caso específico del literal c), el juez solo debe limitarse a verificar aspectos 

formales del laudo, tales como las reglas aplicables a las actuaciones arbitrales, 

si el árbitro no se ha excedido de los alcances del convenio arbitral o si hubo 

pronunciamiento respecto de los puntos controvertidos fijados por las 

pretensiones de las partes (Arrarte Anisbarreta, 243). Es también por el principio 

de no interferencia judicial que se debe controlar la motivación del laudo en 

función a los fundamentos expuestos en él, lo cual ha sido refrendado por el TC.   

Ello no quiere decir que el recurso de anulación no sea efectivo a la hora de 

proteger derechos constitucionales vinculados al debido proceso, sobre todo 

tratándose de afectaciones manifiestas; pero sí impone al accionante la carga 

procesal de circunscribir sus alegatos a las causales taxativamente establecidas 

y de ofrecer los medios probatorios pertinentes para sustentar su teoría del caso, 

de modo tal que la labor del juez sea solo la de verificar si los acuerdos de las 

partes sobre las reglas de juego pactadas para el desarrollo del arbitraje fueron 

observados por el árbitro a la hora de dictar su decisión. Lo que se quiere decir 

es que también es atribuible a las partes el óptimo funcionamiento de este tipo 

de mecanismos de control judicial, sobre todo si hubo una intención inicial de 

alejar su controversia de los fueros judiciales. 

 

A nuestra consideración, siendo que los jueces de las Salas Comerciales vienen 

realizando una interpretación sistemática de las limitaciones establecidas por la 

Ley de Arbitraje para el control del contenido del laudo en función a los principios 
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constitucionales del debido proceso que, conforme ha señalado el TC, vinculan 

a todo tipo de jurisdicción; hubiese tenido más sentido que la parte cuestione el 

laudo en virtud a la causal del literal b) del artículo 63.1° del D.L. N° 1071. En 

concreto, dicha causal habilita la protección de derechos de carácter 

constitucional en sede arbitral y, aplicado sistemáticamente con la duodécima 

disposición complementaria, implica que la vulneración del debido proceso 

(motivación) constituye causal de anulación del laudo9. 

 

Por lo hasta ahora expuesto, sostenemos que el control que debió haber 

empleado la Sala Comercial debió estar abocado a verificar que el Árbitro Único 

haya expuesto su interpretación sobre la normativa aplicable en materia de 

costos arbitrales, prevista en el artículo 73.1° de la Ley de Arbitraje, la cual sí 

estuvo desarrollada a detalle en la resolución cuestionada y puede ser verificada 

de la simple lectura del medio probatorio ofrecido por la demandante. Asimismo, 

la Sala debió constatar que el árbitro haya incorporado todos los hechos 

alegados y acreditados por las partes, así como el razonamiento de tales hechos 

y las normas aplicables al caso a fin de determinar si se vulneró el derecho a la 

debida motivación. 

 

 

 

  

                                                           
9 En ese sentido, existen pronunciamientos de la Primera Sala Comercial, tales como la sentencia recaída en el 
Expediente N° 404-2009, en la cual establece que: “(…) debiendo subsumirse cualquiera de las alegaciones de violación 
del debido proceso arbitral, por extensión, dentro de la causal contenida en el artículo 63, inc.1, literal b) del Decreto 
Legislativo No.1071, pues no cabe duda que, de uno u otro modo, el derecho de defensa se verá finalmente 
comprometido en cualquiera de estos casos”. 
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5.3. Problema Secundario 3: ¿Correspondía a la Entidad el pago del 100% 
de los costos del arbitraje? 
  

Para responder a la interrogante planteada, corresponde iniciar el análisis 

reseñando el material probatorio en relación a la norma aplicable, ubicada en el 

artículo 73.1 de la Ley de Arbitraje. Cabe señalar que, en el presente caso, los 

costos arbitrales comprendieron: (i) honorarios del árbitro único y de secretaría 

general (pago al que fue condenada la Entidad); (ii) gastos por instalación y 

designación residual (que fueron imputados a la Contratista); y (iii) gastos por 

defensa legal. Asimismo, se debe recordar que, durante el trámite del proceso, 

el árbitro solicitó el pago de un primer y segundo anticipo, los cuales solo fueron 

cancelados por la Contratista, por lo cual dentro de la condena de los costos se 

incluye el reintegro a favor de la Contratista. Ahora bien, según la interpretación 

realizada tanto por los magistrados de la Primera Sala Comercial en la 

Resolución N° 09 como por el Árbitro Único, el artículo 73.1 establecería un 

orden de prelación para que proceda su aplicación.  

 

Según la referida interpretación, en un primer momento, corresponde verificar si 

hubo un acuerdo de las partes relativo a la distribución de los costos arbitrales, 

el cual puede producirse en cualquier momento del procedimiento arbitral, ya sea 

en el convenio arbitral o inclusive en la misma acta de instalación. La primera 

conclusión es que, ni en las bases, ni en las órdenes de compra, así como 

tampoco en el acta de instalación, a diferencia de lo que invoca la Entidad 

demandante; consta acuerdo alguno sobre la distribución de los costos. Hasta 

se podría afirmar que, en un momento inicial, no existió preocupación al 

respecto, de modo tal que las partes no consideraron indispensable establecer 

reglas para asignar los costos.  

 

De no mediar el acuerdo de las partes, en un segundo momento, correspondería 

identificar cuál fue la parte vencida en el arbitraje, de modo tal que sobre aquella 

recaiga la asunción de costos. Por su parte, el Árbitro Único determinó que no 

hubo una parte vencida en el presente caso, toda vez que no hubo 

pronunciamiento sobre el fondo de las pretensiones formuladas, al haberse 

declarado estas improcedentes por haber operado la caducidad del derecho 
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reclamado. Contra tal interpretación, la Entidad demandante sostuvo en su 

argumentación que, al haber sido declaradas improcedentes las pretensiones de 

su contraparte, esta última fue la parte vencida del arbitraje y que, por ende, le 

corresponde asumir la totalidad de los costos arbitrales.  

 

Ahora bien, resulta pertinente disgregar el análisis efectuado por el Árbitro Único 

para establecer que en el presente caso no hubo una parte vencida. En concreto, 

una de las discrepancias de las partes en el proceso fue aquella relativa a la 

normativa aplicable, dado que, según la contratista, correspondía aplicar al caso 

la Ley de Contrataciones con el Estado aprobada mediante Decreto Legislativo 

Nº 1017 sin la modificatoria aprobada por la Ley Nº 29873, así como su 

reglamento aprobado por D.S 138-2012-EF. Es en virtud a dicha norma, con su 

modificatoria, que el Árbitro Único declaró la caducidad de oficio respecto de las 

pretensiones de la contratista, puesto que aquella era la norma vigente al 

momento de perfeccionarse el contrato, el cual se produjo con la emisión de las 

órdenes de compra (diciembre de 2013).  

 

Sin embargo, al haber declarado el árbitro la caducidad de oficio de las 

pretensiones de la empresa contratista, ¿acaso no significa ello que la misma 

resultó perdedora en el arbitraje? Evidentemente, las controversias relativas a 

las contrataciones con el Estado no son ajenas a la regulación de los plazos de 

caducidad, los cuales, si bien difieren de aquellos regulados por el Código Civil, 

cumplen la misma función, esto es, actúan como mecanismos extintivos que, por 

el transcurso del tiempo, extinguen el derecho y la acción. Entonces, frente a la 

naturaleza de la caducidad cabe afirmar que esta, “exige una certeza absoluta, 

ata a un derecho para que sea ejercitado dentro de un determinado plazo, 

teniendo un carácter inexorable” (Corraliza, B. en Puglianini, L. y E. Eyzaguirre, 

2020).  

 

Esto quiere decir que si la contratista dejó transcurrir el plazo previsto en la 

norma para que opere la caducidad respecto de su acreencia, el árbitro único no 

solo está facultado para declarar la improcedencia de su pretensión (en este 

caso, la extinción de la acción), sino también declara la extinción del derecho. 

Ello, al fin y al cabo, implica un pronunciamiento desfavorable para los intereses 
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de la empresa contratista, ya que el ordenamiento jurídico le ha negado la 

posibilidad de hacer el cobro de su acreencia ante el supuesto incumplimiento 

de su contraparte. En esa línea, si el árbitro decide declarar de oficio la caducidad 

de la pretensión como en el presente caso, ello obedecería al error del 

demandante sin que este pueda alegar una vulneración al debido proceso, toda 

vez que es imputable a la parte interesada el haber asumido la conducta de dejar 

transcurrir el plazo para ejercer su derecho. 

 

Por lo expuesto en el párrafo anterior, resulta entonces cuestionable que el 

Árbitro Único haya determinado la inexistencia de una parte vencida en el 

presente caso y, no solo eso, sino también es posible cuestionar por qué se 

habría aplicado la norma del artículo 73.1° de la Ley de Arbitraje con un amplio 

margen de discrecionalidad, esto es, observando las “particulares circunstancias 

del caso”. A partir de esta norma, se puede afirmar que, en lo relativo a la 

distribución de costos arbitrales, se pueden presentar dos escenarios concretos: 

(i) el primero, en el cual sean las propias partes las encargadas de pactar las 

reglas para la distribución de costos; y (ii) el segundo, en el cual las partes en 

ningún punto del arbitraje pactaron la distribución de costos. De encontrarnos en 

el segundo escenario, la regla aplicable para suplir la falta de acuerdo entre las 

partes es aquella que estipula que “la parte vencida asume los costos”.  

 

Al respecto, como sostiene la doctrina, esta regla derivada del artículo 73.1° no 

es absoluta, puesto que la práctica arbitral comprende una cuota de 

discrecionalidad al momento de distribuir y fijar costos. En esa línea, cuando la 

referida norma señala que “los costos del arbitraje correrán a cargo de la parte 

vencida”, ello denota una presunción leve, susceptible de ser revertida en función 

a las particulares circunstancias del caso. Así también ha sido interpretado por 

las Salas Comerciales en otros casos cuyo objeto controvertido recae también 

en la distribución de los costos arbitrales: 

 
(…) el Tribunal Arbitral tuvo presente la falta de existencia del acuerdo de partes 

sobre la asignación de los costos a cargo de la parte perdedora en el arbitraje 

(…) por lo que consideró que era de aplicación en el caso concreto el prorrateo 

de los costos arbitrales, (facultad que le otorga la ley de arbitraje para 
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prorratear los gastos arbitrales no obstante que exista una parte vencida, 
siempre que existan razones que permitan sostener la distribución de 
dichos costos). (Exp. N° 00295-2021-0-1817-SP-CO-02). (Resaltado nuestro). 

 

La importancia, sin embargo, de contemplar la regla a través de la cual la parte 

vencida corre con todos los gastos, es generar un efecto disuasorio a fin de evitar 

que las partes interpongan demandas superficiales y maliciosas, propiciando que 

la parte perdedora asuma sus propios costos, además de los costos incurridos 

por la parte que resulte ganadora. Este punto también formó parte de la 

argumentación de la Entidad demandante, quien señaló que desde el inicio del 

arbitraje y durante el trámite del mismo se puso en conocimiento de su 

contraparte que su derecho había caducado, pero que, a pesar de ello, la 

Contratista decidió llevar la controversia al fuero arbitral.  

 

En doctrina se ha sostenido que una herramienta indispensable para interpretar 

la mayoría de las normas contenidas en la LDA reside en el Reglamento de 

Arbitraje UNCITRAL, el cual sirvió de inspiración para la actual regulación del 

arbitraje en nuestro país. En lo que respecta a la distribución de los costos, cabe 

hacer entonces una referencia al artículo 40° del referido Reglamento, el cual 

establece lo siguiente: 

 
1. (…) en principio, las costas del arbitraje serán de cargo de la parte vencida. 

Sin embargo, el tribunal arbitral podrá prorratear cada uno de los elementos 
de estas costas entre las partes si decide que el prorrateo es razonable, 
teniendo en cuenta las circunstancias del caso. […]. (El énfasis es nuestro). 

 

De la simple lectura, salta a la luz una importante similitud con la norma nacional 

contenida en el artículo 73.1°, puesto ambas proporcionan una cuota de 

discrecionalidad a los árbitros para distribuir los costos arbitrales. Ahora bien, 

corresponde establecer si existe algún límite para el árbitro al momento de fijar 

el prorrateo de costos tomando en cuenta las “circunstancias” del caso. Al 

respecto, la ley impone el principio de razonabilidad, por lo que, si el prorrateo 

es “razonable”, los árbitros tienen plenas facultades para apartarse de la regla 



45 
 

general por la cual los costos deben ser asumidos por la parte vencida (Ezcurra 

2011).  

 

A ello se le debe sumar que, no en todos los escenarios las partes circunscriben 

su conducta procesal a la buena fe y a la corrección. En esa línea, es un tema 

no pacífico en la doctrina si la facultad de los árbitros emplear la condena de 

costos como un mecanismo de sanción se ajusta al supuesto previsto por la ley 

cuando se refiere al prorrateo razonable o si ello implica una total 

discrecionalidad por parte del árbitro. En tal sentido, no resulta extraño que, en 

la práctica arbitral, a pesar de existir una parte vencida, el árbitro finalmente 

impute los costos arbitrales a una de las partes tomando en consideración su 

conducta procesal, independientemente de que el resultado alcanzado en el 

proceso le haya resultado favorable o no (Arrarte 2023: 18).  

 

Sin embargo, consideramos que esta interpretación puede resultar un tanto 

problemática sobre todo en los casos en los cuales las partes no hayan pactado 

reglas para la distribución de costos previo al inicio del proceso arbitral, dada la 

amplia discrecionalidad que el artículo 73.1° le estaría concediendo al árbitro, 

además de la falta de previsibilidad que estaría generando la norma al incorporar 

el criterio de la “razonabilidad”. Lo cierto es que, conforme vimos líneas arriba, 

no es inusual que los árbitros recurran a la discrecionalidad para distribuir los 

costos, relativizando la regla general y, en consecuencia, generando que 

controversias de este tipo sean objeto de pretensiones de anulación.  

 

Al respecto, resulta también posible interpretar que la norma en cuestión le 

impone una condición objetiva al árbitro para que pueda ejercer la opción del 

prorrateo. En efecto, cuando la norma hace referencia a las “circunstancias del 

caso”, ello implica un estándar más sofisticado en el razonamiento que conduzca 

al árbitro a imputarle la totalidad de los costos a una de las partes10, máxime si 

                                                           
10 En la sentencia recaída en el Expediente N° 00240-2021-0-1817-SP-CO-01, la Primera Sala Comercial de Lima anuló 
un laudo en el cual también se cuestionaba la distribución de los costos practicada por el tribunal arbitral, siendo uno de 
los fundamentos que: “(…) Tampoco consta en el laudo razón alguna que indique por qué se descarta la opción prevista 
en el artículo 73.1 de la Ley de Arbitraje, en el sentido que, ante la inexistencia de acuerdo entre las partes, los costos 
serán asumidos por la parte vencida, que en el caso del arbitraje es la demandante (demandada en este proceso 
judicial)”, lo cual a criterio de la Sala vulneró la debida motivación. En ese sentido, a consideración de los magistrados, 
apartarse de esta regla general conlleva un deber de motivación más elevado a cargo del tribunal arbitral. 
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aquella parte condenada al pago no ha resultado vencida en el proceso. Sobre 

este punto, no se debe perder de vista que la regla general sigue siendo que la 

parte vencida asuma los costos. Asimismo, otro de los criterios generales que 

son adoptados en el arbitraje es la regla por la cual “cada parte asume sus 

costos” (Arrarte 2022: 14), lo cual fue aplicado en el caso bajo análisis respecto 

de los honorarios de los abogados, dado que el árbitro dispuso que los gastos 

por defensa legal sean asumidos por cada parte.  

 

Ahora bien, corresponde hacer un alto sobre la argumentación empleada por el 

Árbitro Único para condenar a la Entidad demandante al pago total de los costos 

arbitrales irrogados en el presente proceso. Conforme fue anotado 

anteriormente, resulta cuestionable que el árbitro haya considerado que no 

existió una parte vencida en el presente proceso, puesto que parecería 

desconocer la naturaleza de una institución jurídica tan elemental como la 

caducidad (declarada de oficio), aplicada también en el ámbito de las 

contrataciones estatales.  

 

Al respecto, cabe precisar brevemente que el árbitro, para analizar las restantes 

pretensiones del proceso y declarar la caducidad de oficio, cumplió con la 

exigencia de la motivación, puesto que expuso las razones de hecho y de 

derecho por las cuales, bajo su interpretación, correspondía aplicar la Ley de 

Contrataciones y su Reglamento con modificatoria.  

 

Para ello, determinó que el Convenio Marco no era un proceso de selección, 

dado que se trata de un método especial de contratación, por lo que la Entidad 

y Contratista se vinculan directamente a través del catálogo electrónico. Por ello, 

el árbitro señaló que correspondía aplicar la norma vigente al momento del 

perfeccionamiento del contrato, es decir, con la emisión de las órdenes de 

compra en el mes de diciembre de 2013. Según la norma vigente en dicha fecha, 

el Contratista tenía un plazo de 15 días hábiles para iniciar el arbitraje y solicitar 

la conformidad, a fin de solicitar el pago de lo adeudado (artículo 176° del 

Reglamento), plazo sujeto a la caducidad (Artículo 52° de la Ley de 

Contrataciones). 
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En concreto, la caducidad no solo extingue la acción (posibilidad de exigir el 

cumplimiento de una obligación a través del aparato judicial), sino que también 

extingue el derecho. Esto último refleja la naturaleza extintiva de la caducidad, 

puesto que el ordenamiento jurídico prevé como consecuencia que una situación 

jurídica de ventaja desaparezca por el transcurso del tiempo, lo cual sin lugar a 

dudas permite hablar de una parte vencida. Inclusive, la interpretación realizada 

por el árbitro para determinar que no hubo una parte vencida parece un intento 

por desvincularse de la regla general, ya que el árbitro estaría sosteniendo que 

una pretensión declarada improcedente no resulta desfavorable para el 

demandante. 

 

A ello el árbitro único añade que tampoco existe una parte vencida, toda vez que 

ambas partes tenían asuntos pendientes por discutir, siendo que la Entidad pudo 

ejercer su derecho a la contradicción, lo cual carece de relevancia frente a la 

caducidad de oficio declarada respecto de las pretensiones de la Contratista. 

Después de haberse deslindado de la regla por la cual la parte vencida asume 

los costos, que resultaba plenamente aplicable al caso, dado que existió una 

parte vencida; el árbitro único sustentó la razonabilidad del prorrateo sobre la 

base de la conducta procesal de la Entidad durante el trámite del proceso, 

señalando que del material probatorio fue posible identificar que la referida 

Entidad incumplió con el pago de los anticipos, los cuales fueron ordenados a 

efectos de que el proceso siga su curso.  

 

Respecto a los argumentos empleados por la Entidad demandante para 

sustentar la anulación del laudo, consideramos impertinente el argumento por el 

cual afirmaron que sí existió acuerdo en torno a la distribución de costos 

arbitrales, lo cual fue refrendado tanto por el árbitro único como por la Sala 

Comercial que analizó el recurso de anulación tras analizar el material probatorio.  

 

No obstante, consideramos que la Entidad sí está en lo cierto cuando afirma que 

en el presente caso hubo una parte vencida, representada por la Contratista, 

toda vez que se declaró la caducidad de oficio respecto de sus pretensiones. En 

ese sentido, la consecuencia es que todo derecho de acreencia que pudo haber 

ostentado la Contratista en virtud al Convenio Marco (lo cual estaba sujeto al 
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análisis del juzgador, si consideraba que se había perfeccionado el contrato, 

entre otros factores); no tendrá más posibilidad de ser discutido a nivel 

jurisdiccional, dado que nuestro ordenamiento ha decretado una sanción por el 

transcurso del tiempo, eliminando definitivamente el derecho de la Contratista.  

 

Si bien somos de la posición de que los costos debieron ser imputados a la 

Contratista por haber resultado vencida en el proceso; no podemos omitir el 

hecho de que la Primera Sala Comercial anuló el laudo a pesar de que este sí 

cumplió con las exigencias de un debido proceso arbitral. En efecto, en el laudo 

se puede identificar el razonamiento del árbitro sobre a la premisa normativa del 

artículo 73.1°, así como de la premisa fáctica (resultado alcanzado en el proceso 

y conducta de la Entidad durante el arbitraje).  

 

5.4 Posición individual sobre el fallo de la resolución  
 

Por las razones expuestas en los numerales anteriores, considero incorrecto el 

fallo principal dilucidado por la Primera Sala Comercial, puesto que el recurso de 

anulación del laudo debió ser declarado infundado. Ello se debe, en esencia, a 

que el Árbitro Único cumplió con la exigencia de motivar el cuarto punto 

resolutivo del laudo. El presente informe tuvo como objetivo formular las 

siguientes críticas: 

 

- En los fundamentos 6.4 al 6.6 del laudo, el Árbitro Único explicó 

claramente por qué resulta razonable que la Entidad efectúe el pago del 

100% de los costos arbitrales, atendiendo a las circunstancias puntuales 

del caso. En primer lugar, el árbitro verificó que no existió acuerdo de las 

partes sobre la asunción de los costos. En segundo lugar, constató que 

en la Ley de Contrataciones y su Reglamento no se había regulado sobre 

este tema. En tercer lugar, estimó que no había una parte vencida dada 

la falta de pronunciamiento sobre el fondo. Finalmente, fundó su decisión 

en la conducta procesal del demandante. 

 

- La causal c) del artículo 63.1 de la LDA no resultaba la vía pertinente para 

invalidar el laudo cuestionado, toda vez que del material probatorio se 



49 
 

pudo determinar que no existió un acuerdo de las partes para la 

distribución de los costos arbitrales, motivo por el cual el árbitro único 

jamás se apartó de ninguna regla establecida en tal sentido.  

 

- Mediante el presente fallo, la Sala Comercial infringió la prohibición de 

calificar la interpretación expuesta por el Árbitro Único, lo cual está 

prohibido por la LDA y el principio de mínima interferencia refrendado por 

la jurisprudencia constitucional. Por el contrario, la Sala trató de encubrir 

el hecho de que discrepaba con el razonamiento expuesto en sede 

arbitral, para lo cual simplemente afirmó que el árbitro no expresó las 

razones de hecho y de derecho que respaldaron su decisión, lo cual es 

totalmente desmentido por el material probatorio del presente caso. 
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VI. CONCLUSIONES Y/O RECOMENDACIONES 
 

El primer problema secundario detectado estuvo referido a determinar el 

estándar de motivación exigible al laudo y si, bajo dicho estándar es posible 

afirmar que ha existido una motivación insuficiente del laudo. A la luz de la 

regulación del arbitraje y de la Constitución, así como a partir de la jurisprudencia 

constitucional y la práctica de las Salas Comerciales; se constató que los 

mandatos constitucionales son vinculantes a todo tipo de jurisdicción. Por ello, 

en todo arbitraje se deben observar las exigencias del debido proceso arbitral.  

 

De no observarse tales exigencias, las Salas Comerciales podrán anular un 

laudo que no contenga el razonamiento del árbitro sobre un aspecto integrante 

de la controversia, lo cual equivale a un supuesto de motivación insuficiente. Sin 

embargo, dicho supuesto no se ha producido en el caso bajo análisis, toda vez 

que el árbitro expuso el hilo argumentativo que lo llevó a condenar a la Entidad 

al pago total de los costos arbitrales (puntos 6.4 a 6.6 del laudo).  

 

El segundo problema secundario buscó responder a la pregunta sobre los límites 

previstos por el ordenamiento para el control judicial del laudo. Si bien la Ley de 

Arbitraje prohíbe al juez calificar y/o emitir juicios de valor sobre los criterios 

empleados por el árbitro (artículo 62.2°), regla consagrada judicialmente a través 

del principio de irrevisabilidad del laudo; la jurisprudencia constitucional termina 

por facultar la intervención del juez para anular el laudo que vulnere el debido 

proceso en la dimensión de la debida motivación.  

 

En ese entendido, las causales del artículo 63.1° deben ser interpretadas 

sistemáticamente con la décimo segunda disposición complementaria del mismo 

cuerpo normativo por las Salas Comerciales, siendo que el recurso de anulación 

es una vía igualmente satisfactoria para la protección del derecho a la debida 

motivación en sede arbitral.  

 

El tercer problema secundario, vinculado al fondo de la controversia, estaba 

orientado a determinar si correspondía a la Entidad asumir la totalidad de los 

costos arbitrales. Al respecto, consideramos que el Árbitro Único incurrió en un 
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desacierto al condenar a la Entidad al pago de los costos señalados. En 

aplicación del artículo 73.1°, es posible sostener que el pago de la totalidad de 

los costos arbitrales le correspondía en realidad a la Contratista, dado que fue la 

parte vencida del arbitraje al haberse declarado la caducidad de oficio de sus 

pretensiones, lo cual constituye un resultado desfavorable para sus intereses. 

Sin embargo, la Primera Sala Comercial también adoptó una decisión 

cuestionable al anular el cuarto extremo resolutivo del laudo, puesto que la falta 

de corrección en los criterios empleados por el árbitro para sustentar su fallo no 

equivale a una falta de motivación. 

 

Ahora bien, el problema principal tuvo como objetivo dilucidar si se vulneró el 

derecho de la Entidad a una debida motivación, de manera tal que justifique que 

la Primera Sala Comercial declare fundado el recurso parcial de anulación del 

laudo. Consideramos que en el presente caso no se vulneró de modo alguno la 

debida motivación, toda vez que la decisión emitida en sede arbitral en torno al 

cuarto punto resolutivo del laudo contó con el razonamiento del árbitro sobre la 

distribución de los costos arbitrales, fruto de una deducción lógica a partir de la 

normativa aplicable (Artículo 73.1°). En esa línea, resulta insostenible la tesis de 

una motivación insuficiente en el caso, puesto que los costos arbitrales 

constituyen un aspecto inherente al objeto de la controversia, siendo materia de 

pronunciamiento por parte del árbitro. 

 

Si bien la normativa sobre arbitraje impone determinados límites a la revisión 

judicial del laudo, la jurisprudencia constitucional se ha encargado de otorgar 

atribuciones a los jueces a fin de anular decisiones arbitrales que vulneren la 

debida motivación. Ello implica que nuestro ordenamiento permite que las Salas 

Comerciales anulen laudos que no observen las exigencias de una debida 

motivación, entendida conforme a la doctrina jurisprudencial del Tribunal 

Constitucional. Sin embargo, en el caso bajo análisis no existe justificación para 

que la Primera Sala Comercial declare fundado el recurso de anulación, ya que 

el árbitro expuso los hechos por los cuales se apartó de la regla general 

contenida en el artículo 73.1°. 

 



52 
 

Finalmente, si bien las razones expuestas por el árbitro único a efectos de 

eximirse de aplicar la regla general antes indicada no cuentan con un adecuado 

sustento fáctico, ello no significa que los jueces puedan anular un laudo por 

discrepar con la interpretación empleada por el árbitro. Al respecto, hemos 

considerado que en sede arbitral sí existió una parte vencida, representada por 

la Contratista, por haber operado la caducidad de su derecho a exigir la 

conformidad por la entrega de los bienes y el pago de la contraprestación. Sin 

embargo, las Salas Comerciales deben distinguir entre una decisión que no se 

encuentre fundada en derecho y una decisión que no les genere convicción, 

anulando únicamente las decisiones que recaigan en el primer supuesto. Por 

ende, correspondía que la Primera Sala Comercial declare infundado el recurso 

de anulación. 
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CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA 

PRIMERA SALA CIVIL SUBESPECIALIZADA EN MATERIA COMERCIAL 

 

Sumilla: Es nulo el laudo que no está motivado. 

 
EXPEDIENTE N°   : 00517-2021-0-1817-SP-CO-01 (ACUMULADO CON EL 
EXPEDIENTE Nº 522-2021-0-1817-SP-CO-01) 
DEMANDANTE : LA PROCURADURIA REGIONAL DEL CUSCO 
DEMANDADO  : MANITEX S.A.C 
MATERIA  : ANULACIÓN DE LAUDO ARBITRAL. 
 
RESOLUCIÓN NÚMERO NUEVE. 
Miraflores, catorce de junio 
de dos mil veintidós.-          
 

VISTOS: 

Obra visualizado a fojas 1039, la resolución N° 04 de fecha 04 de marzo de 2022, 
que dispuso acumular en el presente proceso N° 517-2021-0 el expediente signado 
con el N° 522-2021-0, en atención a que los recursos de anulación formulados 
buscan la declaración de la nulidad del laudo arbitral contenido en la resolución N° 
26 de fecha 17 de junio de 2021; razón por la cual, se resolverá cada uno de los 
recursos de anulación planteados. 
 
Interviniendo como ponente el Juez Superior Martel Chang, producida la votación 
de acuerdo a Ley, se procede a emitir la siguiente resolución y; 
 
 
 

CONSIDERANDO:   

1. SOBRE EL RECURSO DE ANULACIÓN PLANTEADO POR LA PROCURADURIA 
REGIONAL DEL CUSCO 

 
Visualizado el expediente judicial electrónico, se aprecia a fojas 3-19 subsanado de 
fojas 107-109 el recurso de anulación presentado LA PROCURADURIA REGIONAL 
DEL CUSCO. Admitido a trámite mediante Resolución N° 02 de fecha 07 de 
diciembre de 2021 de fojas 188-189, por Resolución N° 03 de fecha 01 de febrero 
de 2022 se tiene por absuelto el traslado del recurso de anulación. Conforme al 
estado del proceso corresponde emitir la resolución respectiva.  
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A.  LAS CAUSALES DEL RECURSO DE ANULACIÓN  

PRIMERO: Las causales que se han alegado son las siguientes: 

Artículo 63.- Causales de anulación.  
1. El laudo sólo podrá ser anulado cuando la parte que solicita la   
anulación alegue y pruebe:  
(…)  

c. Que la composición del tribunal arbitral o las actuaciones arbitrales 
no se han ajustado al acuerdo entre las partes o al reglamento arbitral 
aplicable, salvo que dicho acuerdo o disposición estuvieran en 
conflicto con una disposición de este Decreto Legislativo de la que las 
partes no pudieran apartarse, o en defecto de dicho acuerdo o 
reglamento, que no se han ajustado a lo establecido en este Decreto 
Legislativo.  

(...).   

 
En concordancia con lo establecido en la décimo segunda disposición 
complementaria de la Ley de Arbitraje. 

 
DUODÉCIMA. Acciones de garantía. 
Para efectos de lo dispuesto en el inciso 2 del artículo 5 del Código Procesal 
Constitucional, se entiende que el recurso de anulación del laudo es una vía 
específica e idónea para proteger cualquier derecho constitucional amenazado 
o vulnerado en el curso del arbitraje o en el laudo. 

 
 

B. ARGUMENTOS DE LAS PARTES.-  

SEGUNDO: LA PARTE DEMANDANTE ALEGA LO SIGUIENTE: 
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TERCERO: La parte demandada ha absuelto el traslado del recurso de anulación, tal 
como se aprecia de la Resolución Nº 03 de fecha 01 de febrero de 2022. 
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2. SOBRE EL RECURSO DE ANULACIÓN PLANTEADO POR MANITEX S.A.C 

Obra visualizado de fojas 260-283 subsanado mediante escrito de fojas 514-516, el 
recurso de anulación de laudo planteado MANITEX S.A.C, habiendo sido admitido 
mediante Resolución N° 02 de fecha 21 de diciembre 2021 obrante visualizado de 
fojas 684-686. 

a. LA CAUSAL DE ANULACIÓN 
 

CUARTO: Tal como se ha precisado en el recurso de anulación de laudo arbitral, las 
causales que se han alegado son las siguientes 

Artículo 63.- Causales de anulación.  
1. El laudo sólo podrá ser anulado cuando la parte que solicita la anulación 
alegue y pruebe:  
(…) 
b. Que una de las partes no ha sido debidamente notificada del nombramiento 
de un árbitro o de las actuaciones arbitrales, o no ha podido por cualquier otra 
razón, hacer valer sus derechos.  

c. Que la composición del tribunal arbitral o las actuaciones arbitrales no se han 
ajustado al acuerdo entre las partes o al reglamento arbitral aplicable, salvo 
que dicho acuerdo o disposición estuvieran en conflicto con una disposición de 
este Decreto Legislativo de la que las partes no pudieran apartarse, o en 
defecto de dicho acuerdo o reglamento, que no se han ajustado a lo 
establecido en este Decreto Legislativo.  

        (...).   

 

b. ARGUMENTOS DE LAS PARTES 

QUINTO: La parte recurrente alega en el presente recurso de anulación 
esencialmente lo siguiente: 
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SEXTO: La parte demandada GOBIERNO REGIONAL DE CUSCO en su escrito que 
obra visualizado de fojas 689-702 subsanado mediante escrito de fojas 708-709 en 
lo esencial alega lo siguiente: 
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3. ANÁLISIS Y POSICIÓN DEL COLEGIADO DE LOS RECURSOS DE ANULACIÓN 
PRESENTADOS  

 
Sobre el Reclamo Previo.- 
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Del Reclamo Previo realizado por el GOBIERNO REGIONAL DE CUSCO:   
SETIMO: En cuanto al reclamo previo en sede arbitral, se expone lo siguiente: 

 
- Las causales de anulación invocadas son las contenidas en el inciso c) del 

numeral 1 del Decreto Legislativo N° 1071, en concordancia con lo 
establecido en la duodécima disposición complementaria de la Ley de 
Arbitraje. 

 
- El artículo 63.2 de la misma ley señala que: “Las causales previstas en los 

incisos a, b, c y d del numeral 1 de este artículo sólo serán procedentes si 

fueron objeto de reclamo expreso en su momento ante el tribunal arbitral 

por la parte afectada y fueron desestimadas”.  
 

- En el presente caso se tiene que, en el proceso arbitral, la parte recurrente, 
ha presentado una solicitud de integración, conforme se visualiza de fojas 
47-72. Siendo declarada improcedente mediante Resolución Nº 30 de fecha 
12 de octubre de 2021. 
 

- Los argumentos de dicha solicitud han sido reproducidos en este recurso de 
anulación, razón por la cual corresponde que este Colegiado Superior emita 
pronunciamiento en torno al recurso de anulación presentado. 
 

Del Reclamo Previo realizado por MANITEX S.A.C: 

OCTAVO: En cuanto al reclamo previo en sede arbitral, se expone lo siguiente: 

- Las causales de anulación invocadas son las contenidas en el inciso b) y c) del 
numeral 1 del Decreto Legislativo N° 1071. 

 
- El artículo 63.2 de la misma ley señala que: “Las causales previstas en los 

incisos a, b, c y d del numeral 1 de este artículo sólo serán procedentes si 

fueron objeto de reclamo expreso en su momento ante el tribunal arbitral 

por la parte afectada y fueron desestimadas”.  
 

- En el presente caso se tiene que, en el proceso arbitral, la parte recurrente, 
ha presentado una solicitud de rectificación, e interpretación, conforme se 
visualiza de fojas 522-545. Siendo declarada improcedente mediante 
Resolución Nº 30 de fecha 12 de octubre de 2021. 

 
- Los argumentos señalados en dicha solicitud han sido reproducidos en este 

recurso de anulación, razón por la cual corresponde que este Colegiado 
Superior emita pronunciamiento en torno al recurso de anulación 
presentado. 

 

De los vicios de motivación denunciados por el GOBIERNO REGIONAL DE CUSCO 
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NOVENO: El Gobierno Regional del Cusco formula dos principales cuestionamientos 
en su recurso, a saber: i) el árbitro pese a haberse pactado la forma de pago por las 
partes respecto a los costos y costas arbitrales ( numeral 52 del Acta de Instalación), 
decidió resolver en contra de la entidad condenándolo al pago total de los 
honorarios arbitrales, pese además que la parte vencida fue la empresa 
demandante ; ii)  no existió una debida motivación entre lo pedido y lo resuelto, 
más aún si dicha parte durante el proceso arbitral ha demostrado la caducidad de la 
pretensión instada por el demandante, pese a ello ha advertido que el árbitro no ha 
motivado las razones por las cuales se debe condenar a la Entidad el pago de la 
totalidad de los honorarios arbitrales, vulnerando lo pactado por las partes en las 
reglas procesales aplicables en el Acta de Instalación. 
 

- En principio, debe precisarse que sobre lo que es materia de discusión por el 
recurrente Gobierno Regional de Cusco, el laudo arbitral cuestionado 
expone lo siguiente: 

“(…) 
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- En la resolución  post laudo se ha señalado lo siguiente: 

 
“(…) 
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− De la lectura del laudo arbitral y de la resolución post laudo sobre el tema de 
los honorarios arbitrales, se concluye que el árbitro adoptó su decisión en 
esta materia en base a las reglas del artículo 73 de la Ley de Arbitraje. La 
imagen que sigue, que corresponde a la resolución post laudo, acredita esta 
aseveración, a saber: 
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− El artículo 73 que se invoca en el laudo establece lo siguiente: 

“Artículo 73.- Asunción o distribución de costos. 

1. El tribunal arbitral tendrá en cuenta a efectos de imputar o 
distribuir los costos del arbitraje, el acuerdo de las partes. A falta de 
acuerdo, los costos del arbitraje serán de cargo de la parte vencida. 
Sin embargo, el tribunal arbitral podrá distribuir y prorratear estos 
costos entre las partes, si estima que el prorrateo es razonable, 
teniendo en cuenta las circunstancias del caso. 

   (…) “ 

  

− De acuerdo a dicha disposición, para imputar o distribuir los costos del 
arbitraje se debe considerar: i) el acuerdo de las partes; ii) a falta de acuerdo 
los costos serán de cargo de la parte vencida; y, iii) que el tribunal arbitral 
podrá distribuir y prorratear los costos entre las partes si estima que el 
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prorrateo es razonable teniendo en cuenta las circunstancias del caso. 

− En el laudo sub litis, el tribunal arbitral ha concluido que el 100% de los 
costos deben ser asumidos por la ahora demandante, ante la inexistencia de 
acuerdo entre las partes.  

− Lo que no consta en el laudo es explicación alguna sobre la distribución y 
prorrateo que prevé el mismo artículo 73.1. El laudo condena a la ahora 
demandante al pago del 100% de los costos sin explicar si con ello se cumple 
el supuesto legal de distribución y prorrateo razonable que exige la citada 
ley.  

− Esta ausencia de razones hacen que el laudo deba ser anulado únicamente en 
cuanto al cuarto punto resolutivo, pues respecto a dicho extremo no 
contiene las razones de hecho y de derecho que exige el artículo 139 inciso 5 
de la Constitución y el artículo 56.1 de la Ley de Arbitraje. 

− No obstan a la conclusión de este colegiado las explicaciones contenidas en la 
solicitud post laudo, pues con ellas no se atiende el reparo antes señalado. 

− Así entonces, tiene razón la parte recurrente cuando acusa que el laudo 
objeto de anulación ha vulnerado el deber de motivación previsto en la 
Constitución.  

− Cabe precisar que el control sobre la motivación del laudo se hace sobre la 
base de su propio contenido, como lo precisa el Tribunal Constitucional en el 
Expediente N° 4215-2010 PA/TC, a saber:  

“12. Que por último también se ha establecido, en cuanto al límite de 
la motivación (Cfr. sentencia recaída en el Expediente N.º 01480-
2006-PA/TC, fundamento 2) que: “la tutela del derecho a la 
motivación de las resoluciones judiciales no debe ni puede servir de 
pretexto para someter a un nuevo examen las cuestiones de fondo ya 
decididas por los jueces ordinarios. En tal sentido, en el proceso de 
amparo, el análisis de si en una determinada resolución judicial se 
ha violado o no el derecho a la debida motivación de las 
resoluciones judiciales debe realizarse a partir de los propios 
fundamentos expuestos en la resolución cuestionada, de modo que 
las demás piezas procesales o medios probatorios del proceso en 
cuestión sólo pueden ser evaluados para contrastar las razones 
expuestas, mas no pueden ser objeto de una nueva evaluación o 
análisis. Esto, porque en este tipo de procesos al Juez constitucional 
no le incumbe el mérito de la causa, sino el análisis externo de la 
resolución, a efectos de constatar si ésta es el resultado de un juicio 
racional y objetivo donde el juez ha puesto en evidencia su 
independencia e imparcialidad en la solución de un determinado 
conflicto, sin caer ni en arbitrariedad en la interpretación y aplicación 
del derecho, ni en subjetividades o inconsistencias en la valoración 
de los hechos”. (Añadido nuestro). 
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De los vicios de motivación denunciados por MANITEX S.A.C 

DÉCIMO: MANITEX alega en lo principal lo siguiente: i) el árbitro ha considerado la 
norma modificada que estuvo vigente a partir del 20/09/2012 aduciendo que se 
encontraba vigente al momento de emitirse las órdenes de compra, desconociendo 
así el Acta de Instalación que obliga a aplicar la norma al momento de la 
convocatoria y no la vigente al momento de la emisión del contrato o de la orden de 
compra; ii)  el laudo y la resolución Nº 30 que resuelve la solicitud post-laudo 
contienen una falta de motivación y no tienen fundamentación jurídica al resolver la 
caducidad para la primera pretensión (conformidad de prestación); iii) al ser un 
proceso de selección, el árbitro no podía apartarse de lo establecido en el 
Comunicado Nº 005-2012-OSCE/PRE emitido por OSCE que claramente señalaba 
cual era la norma aplicable para el desarrollo de las controversias cuando se dieran 
este tipo de casos, estableciéndose que para esos casos la legislación aplicable para 
el desarrollo de las controversias de esos vínculos contractuales a través de órdenes 
de compra sería las de antes de la modificatoria; y, iv) invoca a su favor decisiones 
arbitrales similares al caso de autos. 
 

- Sobre lo que es materia de discusión por MANITEX SAC, el laudo arbitral 
cuestionado expone lo siguiente: 

 “(…) 
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(…)” 

 
- Asimismo, la resolución post-laudo, respecto a la caducidad declarada de 

oficio por el árbitro y sobre la supuesta aplicación indebida de normas, ha 
señalado lo siguiente: 
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“(…) 
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(…)” 
 

− Como se verifica del laudo arbitral sub litis (cuya parte pertinente para esta 
controversia ha sido glosada líneas arriba), el árbitro ha expuesto las razones 
fácticas y jurídicas por las cuales declara la caducidad de oficio, y aplica la Ley 
de Contrataciones con el Estado D.L Nº 1017 y su modificatoria aprobada por 
Ley Nº 29873, así como su reglamento modificado por D.S 138-2012-EF, es 
decir cumple las exigencias del artículo 139 inciso 5 de la Constitución. 

− Así las cosas, no corresponde que en esta sede judicial la parte recurrente 
siga insistiendo en debatir temas que han sido objeto del proceso arbitral. En 
efecto, la recurrente alega que debió aplicarse la Ley de Contrataciones sin 
modificatoria, pero dicho tema ha sido debatido en sede arbitral y definido 
por el árbitro, a saber: 

  

Y el árbitro fija su posición: 
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Luego la demandante protesta porque el árbitro ha sostenido que el 
convenio marco no es un proceso de selección, mientras que ella sostiene 
que si lo es. Este tema también ha sido analizado en el laudo, a saber: 

 

Lo anotado revela que la recurrente está en desacuerdo con el criterio 
arbitral, mas dicha alegación no tiene lugar en este tipo de procesos por el 
límite legal previsto en el artículo 62.2 de la Ley de Arbitraje. Entonces el 
recurso de anulación es inviable. 

No obsta en contrario que la demandante haya invocado a su favor un caso 
arbitral similar que según ella ha resuelto el mismo árbitro que ha emitido el 
laudo sub litis y otras decisiones arbitrales sobre la misma materia de autos, 
pues tal reparo sigue orientándose a rebatir el criterio arbitral de este caso. 

− Por todo lo expuesto el recurso en estudio es inviable al no haber acreditado 
la demandante lo que alega, como lo exige el artículo 63 de la Ley de 
Arbitraje. 

− Por lo demás, debe señalarse que no es pertinente pronunciarse acerca de si 
este Órgano Judicial comparte o no el criterio del tribunal arbitral, pues como 
se ha señalado el recurso de anulación de laudo no es una instancia judicial ni 
está previsto para revisar criterios por tratarse aquella de una jurisdicción 
(arbitral) distinta e independiente a la judicial a la que se han sometido las 
partes.  
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- Finalmente, cabe precisar que el control sobre la motivación del laudo se 
hace sobre la base de su propio contenido, como lo precisa el Tribunal 
Constitucional en el Expediente N° 4215-2010 PA/TC, a saber:  

“12. Que por último también se ha establecido, en cuanto al límite de 

la motivación (Cfr. sentencia recaída en el Expediente N.º 01480-

2006-PA/TC, fundamento 2) que: “la tutela del derecho a la 

motivación de las resoluciones judiciales no debe ni puede servir de 

pretexto para someter a un nuevo examen las cuestiones de fondo ya 

decididas por los jueces ordinarios. En tal sentido, en el proceso de 

amparo, el análisis de si en una determinada resolución judicial se 

ha violado o no el derecho a la debida motivación de las 

resoluciones judiciales debe realizarse a partir de los propios 

fundamentos expuestos en la resolución cuestionada, de modo que 

las demás piezas procesales o medios probatorios del proceso en 

cuestión sólo pueden ser evaluados para contrastar las razones 

expuestas, mas no pueden ser objeto de una nueva evaluación o 

análisis. Esto, porque en este tipo de procesos al Juez constitucional 

no le incumbe el mérito de la causa, sino el análisis externo de la 

resolución, a efectos de constatar si ésta es el resultado de un juicio 

racional y objetivo donde el juez ha puesto en evidencia su 

independencia e imparcialidad en la solución de un determinado 

conflicto, sin caer ni en arbitrariedad en la interpretación y aplicación 

del derecho, ni en subjetividades o inconsistencias en la valoración de 

los hechos”. (Añadido nuestro). 

 
UNDÉCIMO En esta resolución solo se exponen las razones esenciales y 
determinantes de la decisión que se adopta como lo autoriza el artículo 197 del 
texto procesal civil.  
     
 

DECISIÓN: 

Por estas razones,  

DECLARARON FUNDADO EL RECURSO DE ANULACIÓN DE LAUDO ARBITRAL DE 
DERECHO PRESENTADO POR GOBIERNO REGIONAL DE CUSCO, basado en la causal 
c) regulada en el artículo 63° inciso 1 del D.L N° 1071; en consecuencia nulo el 
laudo sub litis únicamente respecto al cuarto punto resolutivo; reenviaron los 
autos a sede arbitral para los fines de ley; CON COSTAS Y COSTOS DEL PROCESO. 
 
DECLARARON INFUNDADO EL RECURSO DE ANULACIÓN DE LAUDO ARBITRAL DE 
DERECHO PRESENTADO POR MANITEX S.A.C, basado en la causal b) y c) regulada 
en el artículo 63° inciso 1 del D.L N° 1071 - ley de arbitraje. CON COSTAS Y COSTOS 
DEL PRESENTE PROCESO. 
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Notificándose.- 
 
 
                     MARTEL CHANG    RIVERA GAMBOA  
            

 
  PRADO CASTAÑEDA 

 
MCH/jss 


